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INTRODUCCIÓN 
Los trabajos de elaboración del libro V del Código de Derecho Canónico , 
De bonis Ecclesiae temporalibus, p romulgado el 25 de enero de 1983, y sobre 
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cuyo tenor normativo nos basamos en el presente trabajo, comenzaron en el mes 
de enero de 1967. El Coetus studiorum encargado de presentar la reforma corres-
pondiente al actual libro V del Código, se reunió durante nueve sesiones y com-
pletó su estudio el mes de abril de 1970 1 , presentando un primer esquema que re-
cibió el nombre de Prima praesentatio. 
En su trabajo el Coetus tuvo presente los principios y los documentos del 
Conci l io Vaticano I P para determinar qué normas del Código de 1917 debían 
cambiarse , suprimirse o qué disposiciones convendría añadir 3 . E n el desarrollo 
de su trabajo se produjeron bastantes variaciones, unas se referían al tí tulo del 
mismo libro, otras al número de cánones que componían ese libro V, y otras mu-
chas al contenido enunciado y distribución de las normas en distintos títulos. 
En el año 1970 el Coetus presentó su primer esquema {Prima praesentatio) 
que constaba de 54 cánones. El título del libro, después de diversas vacilaciones, 
que volverían a presentarse posteriormente 4 , era De bonis Ecclesiae temporali-
bus. Este primer esquema estaba dividido en los cinco títulos siguientes: I. Caño-
nes praeliminares (1-9); II. De subiecto dominii (10-14); III. De administratione 
honorum (15-31); IV. De acquisitione, de alienatione et speciatim de contracti-
bus (32-42); V. De piis voluntatibus in genere et de piis fundationibus (43-54) 5 . 
Como novedad se señalaron las normas que regulaban la constitución de la 
masa común y la propuesta de la constitución obligatoria del oficio de «ecóno-
m o del Obispo» (sic), con el encargo de administrar los bienes de la diócesis y 
de vigilar la administración de los diferentes bienes eclesiásticos en la diócesis 6 . 
1. «Coetus studiorum de Iure Patrimoniali Ecclesiae, qui prius vocatus est de Bonis Ecclesiae 
temporalibus (cann. 1495-1551), labores suos incepit mense ianuarii 1967, eosque post novem ses-
siones mense aprilis 1970 compievi!» ; «Communicationes» 5 (1973) 94. En lo sucesivo la revista 
«Communicationes» se citará de forma abreviada Comm. indicándose a continuación el volumen, 
año y página. 
2. «Perpensis imprimís quibusdam principiis ex documentis Concilii Vaticani II praesertim 
desumptis, quae in iure recognoscendo prae mente haberi debent, de singulis canonibus quaesitum 
est quaenam in eis mutanda, addenda aut supprimenda sint; in quo examine peragendo Coetus ple-
rumque vigentem canonum ordinem, etsi non semper titulorum, secutus est. Examine autem com-
pleto, tota materia recognita diverso modo ordinata est»; Comm. 5 (1973) 94. 
3. «Hay que reconocer que el Concilio Vaticano II no trató de una manera sistemática el tema 
de los bienes temporales de la Iglesia sino de una forma meramente referencial, salvo en algunas 
cuestiones concretas. La actual legislación canónica asume aquello que en los documentos conci-
liares y posconciliares se promulgó sobre estas materias (...) y, además, otros principios rectores 
específicos que configuran las normas canónicas sobre los bienes temporales de la Iglesia,...»; Az-
NAR, F., La administración de los bienes temporales de la Iglesia, Salamanca 1993, p. 20. 
4. En el año 1968 en una de las sesiones del Coetus studiorum, se le cambió el nombre al li-
bro V, llamándole De Iure patrimoniali Ecclesiae. 
5. Cfr. Comm. 5 (1973) 94. 
6. «Tra le novità vanno segnalate le norme che regolano la costituzione delle masse comuni: 
una per il sostentamento del clero, un'altra per la previdenza ed assistenza, ed una terza per le va-
rie necessità della Chiesa. 
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Pero ese esquema no puede decirse que fuera el definitivo ya que algunas de 
sus normas eran materia de investigación por parte de otros Grupos de estudio, en 
concreto las referentes a la Sagrada Jerarquía y a las personas físicas y morales 7 . 
Poster iormente , en el año 1977, se presentó un nuevo esquema precedido 
por un praenotanda. Es te nuevo esquema fue conocido c o m o Textus canonum, 
l levaba c o m o título del libro V De iure patrimoniale Ecclesiae y constaba ya de 
57 cánones, el mismo número que el texto definitivo, distribuidos en cinco títu-
los de la siguiente forma: I. Cañones praeliminares (1-12); II. De subiecto domi-
mi (13-17) ; III. De administratione honorum (18-34); IV. De acquisitione, de 
alienatione et speciatim de contractibus (35-44); y V. De piis voluntatibus in ge-
nere et de piis fundationibus (45-57) 8 . La ordenación interna de esos 57 cánones 
y su misma distribución fue cambiando en los siguientes esquemas. 
Este nuevo Textus canonum se presentó para su estudio y para que enviaran 
las observaciones que creyesen oportunas a las Conferencias Episcopales , a los 
Dicasterios de la Sagrada Curia Romana y a las Universidades de la Iglesia 9 . 
El Coetus studiorum, teniendo presentes las observaciones que había reci-
bido, redactó un nuevo esquema: el Textus canonum cum animadversionibus or-
gano consultationis et emendationis10. Este nuevo esquema fue presentado en 
1980. En la parte que se refiere a las disposiciones de nuestro interés, l levaba 
como título: De Ecclesiae bonis temporalibus y constaba, igualmente, de 57 cá-
nones distribuidos en cuatro títulos, precedidos de nueve primeros cánones pre-
liminares sin titolo. Los cuatro títulos eran los siguientes: I. De acquisitione ho-
norum (1210-1223) ; II. De administratione honorum (1224-1240) ; III. De 
contractibus praesertim de alienatione (1241-1249); y IV. De piis voluntatibus 
in genere et de piis fundationibus (1250-1262) 1 1 . Estos títulos fueron los que ya 
definitivamente aparecieron en el Código promulgado 
En el año 1981 se discutió este esquema del Textus canonum cum animad-
versionibus y, después de unas enmiendas, se presentó la Relatio12 de la que sa-
»E stata proposta la costituzione obbligatoria dell'ufficio di economo del vescovo, con l'in-
carico di amministrare i beni della diocesi e di vigilare circa l'amministrazione dei beni dei vari 
enti ecclesiastici della diocesi»; ibidem. 
1. «Lo schema per dei canoni (54) non può dirsi ancora definitivo, in quanto alcune delle sue 
norme costituiscono pure materia di investigazione per altri Gruppi di studio, soprattutto in quelli 
De Sacra Hierarchia e De personis physicis et moralibus»; ibidem. 
8. Cfr. Comm. 9 (1977) 269-273. 
9. dr. Comm. 12(1980)389. 
10. Cuando nos refiramos a este esquema lo haremos de la siguiente forma abreviada: Textus 
canonum cum animadversionibus. 
11. Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICI IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema Codicis Iu-
ris Canonici, Città del Vaticano 1980, pp. 269-282. 
12. IDEM, Relatio complectens syntesim animadversionum ab Em.mis et Exc.mis Patribus 
Commissionis ad novissimum schema Codicis Iuris Canonici exhibitarum, cum resposionibus a 
Secretaria et consultoribus datis, Città del Vaticano, 1981 ; Cfr Comm. 16 (1984) 27-37. 
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lieron definit ivamente, en lo que se refiere al libro V, los cánones y su distribu-
ción en títulos tal y como están en la redacción final promulgada el 25 de enero 
de 1983. El esquema, que es ya el definitivo, consta de 57 cánones, l leva como 
título De bonis Ecclesiae temporalibus, y t iene cinco cánones introductorios 
(1254-1258) y cuatro títulos: I. De adquisitione bonorum (1259-1272); II. De 
administratione bonorum (1273-1289); III. De contractibus ac praesertim de 
alienatione (1290-1298); y IV. De pus voluntatibus in genere et de piis fundatio-
nibus (1299-1310) 1 3 . 
En el presente estudio se irán considerando los diversos esquemas, su evo-
lución, y las observaciones hechas por la Comisión para la reforma del Código 
de Derecho Canónico hasta la promulgación del texto definitivo, en todo aque-
llo que tiene relación directa, o al menos indirecta, con nuestro objetivo: la titu-
laridad y administración de los bienes en la Iglesia. N o nos hemos centrado en 
un solo canon sino que nos hemos fijado en bastantes cánones puesto que no 
existe una única norma que explique esa cuestión. 
Antes de abordar directamente el tema nos será de gran ayuda el detener-
nos, en pr imer lugar, en el derecho que la Iglesia tiene a poseer bienes tempora-
les. Unido a este derecho estudiaremos los fines y la clasificación de los bienes. 
Esta clasificación es de suma importancia pues señala la titularidad del dominio 
sobre los bienes y, sobre todo, a quién corresponde administrarlos. 
También nos ocuparemos del origen de los bienes en la Iglesia y de la re-
forma del sistema beneficial considerando, de forma directa, quién es el sujeto 
de dominio de los bienes beneficíales así como la función de la Jerarquía en re-
lación con estos bienes y, en general, la relación con los sujetos de dominio y su 
administración. 
Trataremos de concordar el dominio en la Iglesia con la función que corres-
ponde a la autoridad eclesiástica en la administración de los bienes que pertene-
cen a diversos sujetos de domin io 1 4 . Por un lado podremos observar la autono-
mía que cada persona jur ídica posee en la administración de sus bienes y, al 
mismo t iempo, la dependencia que cada una tiene respecto de la Jerarquía. 
Finalmente nos centraremos en la administración de los bienes temporales 
en la Iglesia. Veremos la autonomía y dependencia de los administradores en el 
cumpl imiento de su función; las l imitaciones sobre las enajenaciones, el patri-
monio estable, y las cosas preciosas; y la función de vigilancia y control de la Je-
rarquía sobre la administración de los bienes temporales en la Iglesia. 
13. Cfr. AAS 75/2 (1983) 216-226. 
14. «Nevertheless, since according to the understanding of the Code, we are "stewards" of the 
goods entrusted to us, and not their actual owners, we must act cautiously on behalf of the poor 
whom we represent and not have transactions take place that would jeopardize the capacity of the 
Church in the future to respond carefully and charitably to existing humans needs»; MORRISEY, R , 
The alienation of temporal goods in contemporary practice, en «Studia canónica» 29 (1995) 316. 
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I. LOS BIENES TEMPORALES EN LA IGLESIA 
DURANTE LA TAREA CODIFICADORA 
En el presente apartado nos centraremos, a través de los trabajos de la C o -
misión encargada para las reforma del Código de Derecho Canónico, en el dere-
cho que t iene la Iglesia a poseer bienes temporales para la consecución de unos 
fines determinados 1 5 . 
Estos fines, en los que siempre se debe buscar el fin general de la Iglesia, 
se concretan de forma diversa en las diferentes personas jurídicas eclesiásticas y, 
por lo tanto, su administración será también diversa. 
Veremos también los distintos tipos de bienes temporales que se señalan en 
la Iglesia. Esto nos permitirá, desde el pr imer momento , darnos cuenta de la di-
ferente dependencia que tienen con la Jerarquía esos diversos tipos de bienes. 
Posteriormente nos fijaremos en las fuentes de donde llegan a la Iglesia sus 
bienes temporales , unas ordinarias y otras extraordinarias. Estas fuentes mues-
tran también la diferencia de tipos de bienes y su relación respecto de la Jerar-
quía. 
F ina lmente t rataremos el tema de la reforma del sistema beneficial y de la 
creación de un fondo común de bienes para la consecución de unos fines muy 
determinados. 
En la creación de este fondo común, para el sustento del clero y de otros 
miembros que están al servicio de la Iglesia, y en la reforma del sistema benefi-
cial, se pueden observar unos peligros, mencionados por algunos de los Consul-
tores que consideraron los textos de los cánones, como son la excesiva centrali-
zación y la pérdida de la propiedad de los beneficios por parte de su titular 1 6 . 
15. «(...) queremos recordar que la Iglesia viene justificando la posesión de sus bienes tem-
porales como medios necesarios para el cumplimiento de su misión histórico-salvífica (...). Me-
dios, por tanto, necesarios ante los cuales la Iglesia siempre a tenido la conciencia de no ser la 
verdadera dueña y propietaria, sino su administradora»; AZNAR, F., La administración de los bie-
nes..., p. 14. 
16. Sobre estos temas existe abundante bibliografía actual. Entre la existente podemos citar, 
además de la ya mencionada y de los diversos comentarios al Código de Derecho Canónico: MES-
TER, S., I beni temporali della Chiesa (Le novità apportate dal nuovo Codice), en «Apollinaris» 57 
(1984) 49-59; LÓPEZ ALARCÓN, M., La administración de los bienes eclesiásticos, en «Ius Cano-
nicum» 2 4 (1984) 87-132; IDEM, Titularidad de los bienes eclesiásticos, XIX Semana Española de 
Derecho Canónico, Salamanca (1985), pp. 7-33; MARTÍN DE AGAR, J., Bienes temporales y misión 
de la Iglesia, en AA.VV., Manual de Derecho Canónico, Pamplona 1988, pp. 706-709; MOSTAZA, 
A., Derecho patrimonial, en AA.VV., Nuevo Derecho Canónico, Madrid 1983, pp. 423-462; Ro-
VERA, V , / beni temporali della Chiesa, en La normativa del nuovo Codice (Ernesto Cappellini 
ed.), Queriniana 1985, pp. 273-296; GONZÁLEZ DEL VALLE, J.M., Los bienes de las asociaciones 
canónicas privadas, en Das Konsoziative Element in der Kinche Akten des VI Internationalen 
Kongresses für kanonisches Recht, München, 14-19 Setembre 1987, St. Ottilien 1989, pp. 563-
569. También en la misma publicación son interesantes: MARTÍNEZ BLANCO, A., Calificación y ré-
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A . Derecho de la Iglesia a poseer bienes temporales y sus fines 
El Coetus studiorum, encargado de la reforma del libro V del Código de 
Derecho Canónico, partió del canon 1495 § 1 del Código de Derecho Canónico 
promulgado en 1917 1 7 en el que se afirmaba que la Iglesia tenía derecho nat ivo 
a adquirir, retener y administrar bienes temporales para la consecución de sus 
propios f ines 1 8 . 
En la Prima praesentatio se omitió una cláusula, que ya existía en el canon 
de 1917, en la que se señalaba que la Iglesia tenía derecho a poseer bienes libre 
e independientemente de la potestad civil 1 9 . Algunos fundamentaron la supresión 
de esos términos en la necesidad de hacer formulaciones acordes con la nueva 
concepción eclesiológica, l legando a decir que en la administración de los bie-
nes la Iglesia debía someterse al ordenamiento jurídico civil 2 0 . 
Posteriormente, en el Textus canonum cum animadversionibus, se volvió a 
indicar que el derecho a poseer bienes era independiente de la potestad civil 2 1 . Se 
pretendía dejar bien claro que la Iglesia tenía y tiene un derecho nativo a poseer 
bienes , y a mantener un ordenamiento sobre su dominio , con todo lo que ello 
comporta, y que no dependía de lo que le hubiera sido concedido por otra potes-
tad diferente, en este caso la civil. En el texto definitivo, el canon 1254 2 2 del ac-
tual Código de Derecho canónico, se mant iene la cláusula original y se afirma 
expresamente que la Iglesia tiene derecho a poseer bienes, a adquirirlos, retener-
los, administrarlos, y enajenarlos. 
gimen de los bienes, pp. 571-581 ; y PUNZÍ, A.M., // regime patrimoniale delle associazioni tra ec-
clesiasticita e non ecclesiasticita dei beni, pp. 583-594. 
17. En lo sucesivo cuando se citen los cánones que hacen referencia al Código de Derecho 
Canónico promulgado en 1917, se hará señalándolos con un * después del número del canon. 
18. «Ecclesia catholica et Apostolica Sedes nativum ius habent libere et independenter a civi-
li potestate acquirendi, retinendi et administrandi bona temporalia ad fines sibi proprios prose-
quendos»; canon 1495* § 1. 
19. «Primo asseritur ius nativum Ecclesiae Sedisque Apostolicae bona temporalia acquirendi, 
retinendi et administrandi ad fines sibi proprios sicut quidem iam fit in can. 1495, §1, omissa autem 
clausula aliquatenus polemica "libere et independenter a civili potestate"»; Comm. 5 (1973) 94. 
20. «Nonnulli conquesti sunt quia omissa sunt verba CIC "independenter a quacumque potes-
tate", dum alii, talem omissionem approbantes, dixerunt id responderé novae conceptioni ecclesio-
logicae, qua Ecclesia subiicitur ordinamento iuridico civili quoad organizationem administrativam 
honorum, etsi ambo societates sint liberae et independentes»; Comm. 12 (1980) 396. 
21. «Unus Consultor meminit illa verba omissa fuisse a Coetu Consultorum ut non rema-
nerent in Codice vestigia contentionum dissentionumque inter potestatem civilem et ecclesiasti-
cam. Consultores tamen censent illa verba repristinanda esse ne praebeatur ansa interpretationibus 
doctrinalibus quas Consultorum Coetus minime cogitavit. In canone ergo addi debent verba "inde-
pendenter a civili potestate"»; ibidem. 
22. «§ 1. Ecclesia catholica bona temporalia iure nativo, independenter a civili potestate, ac-
quirere, retiñere, administrare et alienare valet ad fines sibi proprios prosequendos»; CIC canon 
1254 
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Este derecho que la Iglesia t iene a poseer unos bienes temporales lo t iene 
en función de unos fines que le son propios 2 3 . Precisamente , para que quedase 
bien claro que el derecho de propiedad en la Iglesia estaba en función de esos fi-
nes , y no diera la impresión de ser la dueña de una gran cantidad de b ienes 2 4 , el 
título del libro V sufrió unos cambios. En la Prima praesentatio y también en el 
Textus canonum el título del libro V era: «De Iure Patrimoniali Ecclesiae» 2 5 . Este 
título se cambió poster iormente en el Textus canonum cum animadversionibus 
quedando definitivamente así: «De bonis Ecclesiae temporal ibus» 2 6 . 
En general no hubo ninguna duda sobre los fines para los que la Iglesia po-
día tener bienes temporales . Estos fines son principalmente: la ordenación del 
culto divino; el sustento de los clérigos y ministros; y las obras de apostolado y 
caridad 2 7 . 
Aunque todos los Padres , Dicasterios y Universidades, a los que se les en-
vió el texto de los cánones, estaban de acuerdo, algunos hicieron notar que había 
algunas lagunas y que habría que hacer mayor mención sobre la obligación que 
tenía la Iglesia de manera especial para con los pobres , y para con las Iglesias 
particulares pobres 2 8 . 
23. «La necessità dei mezzi economici e materiali, con le conseguenze ch'essa comporta: di 
cercarli, di richiederli, di amministrarli, non soverchi mai il concetto dei fini, a cui essi devono ser-
vire e di cui deve sentire il freno del limite, la generosità del'impiego, la spiritualità del significa-
to»; DE PAOLIS, V., / beni temporali della Chiesa, en // Codice del Vaticano II, Bologna 1995, p. 60. 
24. «Circa inscriptionem Libri V nonnullis minus placuit quae praebetur in Schemate, scilicet 
"De iure patrimoniali Ecclesiae" et suggestum est ut repristinetur inscriptio "De bonis Ecclesiae 
temporalibus", quae a traditione commendari videtur. 
»Aliquis proposuit ut inscribatur: "De Ecclesiae patrimonio temporali", sed suggestio non pla-
cet, quia verbum "patrimonium" innuere videtur ideam magnae quantitatis honorum ecclesiastico-
rum. 
«Consultores magis praeferunt ut repristinetur inscriptio "De bonis Ecclesiae temporalibus"»; 
Comm. 12 (1980) 394. 
25. Comm. 5 (1973) 94; Comm. 9 (1977) 269. 
26. Ibidem; «(...) la expresión "bienes temporales de la Iglesia" es mucho más adecuada a la 
realidad eclesial actual que la de "patrimonio eclesiástico", refiriéndonos con ella a los bienes tem-
porales que pertenecen a las personas jurídicas eclesiásticas»; AZNAR, F., La administración de los 
bienes..., p. 19. 
27. Cfr. Comm. 5 (1973) 95; «(...) los recursos que la Iglesia necesita son "para el cumpli-
miento de su misión" (LG 8) (...). Fuera o en contra de estos fines, el patrimonio eclesiástico care-
ce de significación»; DE ECHEVERRÍA, L., Comentario al canon 1254, en Código de Derecho Ca-
nónico, Salamanca, 1985. 
28. «—In Schemate nimis sermo fit de his quae attinent ad sustentationem clericorum, quod 
quidem incongruum videtur si attendatur ad ea quae omissa sunt circa communionem honorum ec-
clesiasticorum, destinationem honorum pauperibus, spiritum paupertatis(...) 
»—ut iuxta Encyclicam Populorum Progressio innuatur de usu honorum, quae supersunt, ad 
sublevandos pauperes; (...) 
»—ut mentio fiat de muñere Summi Pontificis ad effectum deducendi principia quae habentur 
in Christus Dominus, n. 6 (Ecclesiae Sanctae, I, n. 5) et Gaudium et Spes, nn. 72 et 88 circa obli-
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C o m o consecuencia de estas observaciones se redactó un nuevo canon que 
se convertiría finalmente en un segundo parágrafo del pr imer canon añadiéndo-
se, después del fin de las obras de caridad, la expresión «especialmente para con 
los pobres» quedando así completado el parágrafo 2 del canon p r imero 2 9 del ac-
tual Código de Derecho Canónico. 
N o podemos pasar por alto la preocupación, constante por otro lado en la 
Iglesia, por los pobres que se manifiesta en los trabajos de codificación y en la 
redacción de los cánones . Esta preocupación, aunque en la redacción definitiva 
del canon ocupe el úl t imo lugar, en realidad será uno de los intereses prioritarios 
de los Obispos . Siempre se ha entendido que éste era uno de los pr imeros fines 
para los que la Iglesia ha podido y puede poseer bienes temporales 3 0 . 
Esta primacía pudiera llevar, en algunas ocasiones, a actuaciones que justi-
ficaran el intervencionismo de la autoridad, l legando a una excesiva centraliza-
ción de los bienes para una mejor consecución de los fines e incluso a dificultar 
el reparto de la propiedad en varios sujetos de dominio, en base de un tan alto y 
digno fin como es el de la especial atención a los pobres. 
B . Tipos de bienes temporales 
L a distinción de los diferentes t ipos de bienes temporales que t ienen rela-
ción con la Iglesia es de especial importancia para el objeto central de nuestro 
estudio, ya que, desde una correcta distinción entre los bienes, se podrá hablar de 
diversa autonomía y diferentes grados de dependencia de las personas jur ídicas 
respecto de la Jerarquía, en lo que se refiere a la administración de los bienes. 
En este punto concreto iremos viendo el desarrollo de los trabajos del Coe-
tus studiorum según los diferentes esquemas de los textos presentados y las ob-
servaciones hechas a los mismos. 
gationes Ecclesiarum particularium sublevandi Ecclesias particulares pauperiores»; Comm. 12 
(1980) 389-390. 
29. «—Suggestum est ut hic canon fiat § 2 canonis 1. Propositio haec maiori parti Consulto-
rum placet (placet 4, non placet 2). 
»—Plures proposuerunt ut addatur: "...caritatis, praesertim erga egenos, exercenda..." (Omni-
bus placet) (...) 
»His dictis formula ita redigitur: 
»§ 2. Fines vero proprii praecipue sunt: cultas divinus ordinandus onesta cleri aliorumque mi-
nistrorum sustentatio procuranda, opera sacri apostolatus et caritatis, praesertim erga egenos, exer-
cenda»; Comm. 12 (1980) 396-397. 
30. «Bona sunt destinata propter fines ecclesiales, in spirita paupertatis evangelicae et secun-
dum naturam et missionem ipsius Ecclesiae, exclusa qualibet mentalitate lucri et accumulationis 
divitiarum»; DE PAOLIS, V., De bonis temporalibus in novo Codice Iuris Canonici, en «Periodica» 
73 (1984) 127. 
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1. «Prima praesentatio» 
El Grupo de estudio sobre el derecho patrimonial, ya en el primer esquema 
que presentó, quiso dejar claro que centraría su atención sobre todos los bienes 
temporales que estaban en relación con la Iglesia 3 1 . Reconocía, aquel Coetus stu-
diorum del libro V, la distinción entre personas jurídicas públicas y privadas que 
introducía el nuevo Código y, partiendo de esta distinción, indicó al comienzo de 
sus trabajos que el régimen que se debía seguir en lo que hacía relación a los bie-
nes de las distintas personas jurídicas, bien fueran públicas o privadas, debía ser 
dist into 3 2 . Pero tanto a un tipo como a otro de bienes lo incluía bajo la expresión 
«bienes eclesiásticos». 
A la vez se aclaraba que los bienes que pertenecían a las personas jurídicas 
públicas se regían por los cánones que estaban en el Código, en el libro V, y que 
los bienes de las personas jur ídicas privadas se regían por el derecho part icular 
y por sus propios estatutos, a no ser que se hiciera mención de ellos expresamen-
te en algún canon 3 3 . 
Pensamos que esta opción supone reconocer la existencia de dos t ipos de 
bienes distintos, los que pertenecen a las personas jurídicas públicas y los que 
pertenecen a las personas jur ídicas privadas y que el régimen a seguir en cada 
uno de ellos debe ser diferente. Sin embargo, por utilizar para un tipo y otro de 
bienes la calificación de eclesiásticos, y sólo establecer una diferencia de régi-
men normativo, no se afirmaba una diferencia substancial entre los dos tipos de 
bienes. Es decir, en aquel momento no se acababa de entender lo que significa-
ba la responsabilidad jurídica privada 3 4 . 
31. «12. Non obstante distinctione iam ab alio Coetu introducta inter personas canónicas publi-
cas et personas canónicas privatas, censuit Coetus noster bona patrimonialia omnia ad utramque 
personarum speciem pertinentia aequa ratione " ecclesiastica" habenda esse»; Comm. 5 (1973) 96. 
32. «13. Diversum autem inter utramque personarum speciem debet esse régimen bonorum»; 
ibidem. 
33. «Quae nempe ad personas publicas pertinent, moderantur cañones iuris communis in hac 
Codicis parte contenti; quae vero ad personas canónicas privatas pertinet, moderantur ius particu-
lare aut propria statuta, nisi aliud in hisce canonibus cautum sit (quod fit hic illic expresse privatas 
memorando)»; ibidem. 
34. No parece que exista una unidad de opinión en cuanto a la clasificación de los bienes de los 
entes eclesiásticos aunque el Código señale claramente la distinción en función de quién posee los 
bienes y no en función de los fines. Entre los autores que no están de acuerdo nos encontramos con 
Aznar quién opina que «(...), la expresión bona ecclesiastica es desafortunada, ambigua y equívoca 
tal como se emplea en el actual OC»; AZNAR, E, La administración de los bienes..., p. 51. Otros au-
tores no son de la misma opinión; cfr. DE PAOUS, V., / beni temporali della Chiesa, en // Codice del 
Vaticano II, Bologna 1995, pp. 13 y ss; Cfr. MISTO, L., / beni temporali della Chiesa, en AA.VV., // 
diritto nel misterio della Chiesa 3, Roma 1991, pp. 350-356; DE ECHEVERRÍA, L., Comentario al ca-
non 1257y al canon 1299, en Código de Derecho Canònico, Salamanca 1985; Du FAY, P., Le pro-
priétaire des biens en Droit Canonique, «Praxis juridique et religión» 2 (1985) 207 y ss. 
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2. «Textus canonum» 
En los prenotandos al Textus canonum se advir t ió de la ex is tenc ia de la 
doble categor ía de personas jur íd icas , públ icas y pr ivadas , y que es ta dupl ic i -
dad exigía un rég imen diverso en la adminis t ración de los b ienes de cada una 
de ellas. Pero además se señalaron algunos nuevos e lementos clarificadores, se 
expl icaba que las personas jur íd icas pr ivadas no actuaban en n o m b r e de la 
Iglesia y que, por lo tanto, sus bienes no podían ser calificados de eclesiásticos 
en sentido estr icto c o m o en el caso de los bienes de las personas ju r íd icas pú -
bl icas 3 5 . 
Con esta distinción se pretendía evitar confusiones y, por ello, se creyó 
oportuno evitar el uso del término eclesiástico para calificar los bienes tempora-
les de las personas jurídicas, tanto públicas como privadas, ya que fácilmente se 
podrían provocar confusiones sobre todo en lo que se refería al m o d o de perte-
necer a la Iglesia 3 6 . Es decir, en ese momento de la preparación del texto norma-
tivo se intenta solucionar el problema el iminando del Código la expresión «bie-
nes eclesiásticos». 
A la vez en el Textus canonum se presentó un canon, el número 15, en el 
que, sin calificar a ninguno como eclesiástico, se distinguía entre los bienes que 
pertenecían a las personas jurídicas públicas, que debían regirse por los cánones 
del libro V del Código de Derecho Canónico, y los bienes que pertenecían a las 
personas jur ídicas privadas, que se regirían por el derecho part icular y por sus 
propios estatutos 3 7 . 
35. «Animadvertere enim iuvabit in Titulo de personis iuridicis (Lib. II novi Codicis) dupli-
cem categoriam personarum iuridicarum, publicarum scilicet et privatarum, introductam esse, et 
ideo diversum regimen ipsorum bonorum praevideri debet, cum proprium personae canonicae pri-
vatae sit ut non nomine Ecclesiae agat, ideoque eius bona nec dici ecclesiastica ilio stricto sensu 
ac bona aliarum personarum iuridicarum publicarum possunt»; Comm. 9 (1977) 270. 
36. «Ex hac ratione opportunum visum est evitare connotationem ecclesiastica cum agitur 
de bonis (ut in can. 1497, °§ 1 CIC fit) sive quia non univoce applicari possit ad personas iuri-
dicas publicas et privatas, sive quia facilem generare posset confusionem omnia bona eodem 
modo Ecclesiae pertinere, sive denique quia sensibilitati hodiernae minus congrua sit»; ibidem, 
pp. 270-271. 
37. «Can. 15 (novus) 
»§ 1. Bona quae ad personas canonicas publicas pertinent moderantur statuta necnon canones 
qui sequuntur. 
»§ 2. Bona autem quae ad personas canonicas privatas pertinent moderantur ius particulare et 
propria statuta, nisi aliud in hisce canonibus cautum sit»; PONTIFICIA COMISSIO CODICI IURIS CANO-
NICI RECOGNOSCENDO, Schema Canonum Libri V de Iure Patrimoniale Ecclesiae (Reservatum), 
Typis Polyglottis Vaticanis 1977, p. 11. Cfr. Comm. 12 (1980) 398-399. 
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3 . «Textus canonum cum animadversionibus» 
Aunque en el texto citado anteriormente parecía estar clara la distinción en-
tre los bienes temporales de las distintas personas jurídicas en la Iglesia, se hizo 
la observación de que existían normas en las que se presentaban dudas sobre si 
afectaban al régimen de los bienes de las personas jurídicas públicas o al de las 
personas jurídicas pr ivadas 3 8 
Se sugirió, para evitar esas posibles dudas, que se tomase de nuevo la no-
ción de bienes eclesiásticos para referirse a aquellos bienes temporales que per-
tenecían a las personas jurídicas públ icas 3 9 . L a sugerencia hecha fue aceptada y, 
además, se aclaró que siempre que se hablase de bienes eclesiásticos, se haría re-
ferencia exclusivamente a los bienes que pertenecían a las personas jurídicas pú-
blicas, y que si se quería hacer referencia a los bienes de las personas jur ídicas 
privadas, se diría expresamente 4 0 . 
Un consul tor propuso que hubiera un canon en el que se dist inguieran los 
diferentes t ipos de bienes . Concretamente pidió que se dijera que los b ienes de 
las personas jur ídicas públicas eran bienes eclesiásticos y que los bienes de la 
personas jurídicas privadas no eran eclesiásticos 4 1 . 
Hubo otras aportaciones para dejar bien clara la distinción entre los bienes 
de las distintas personas jurídicas públicas y privadas. L a distinción estaba cla-
ra, había bienes eclesiásticos, que eran los que pertenecían a la Iglesia, a la Sede 
Apostólica y a las personas jurídicas públicas eclesiásticas, y bienes que no eran 
38. «Cum in novo iure introducta sit distinctio Ínter personas iuridicas publicas et privatas, in 
Schemate iuris patrimonialis ratio habita est huiusmodi distinctionis, attamen, uti animadverterunt 
quaedam Organa consultationis, in variis normis incertitudo aliqua exsurgit ita ut dubia habeantur 
circa ea quae pertinent ad régimen honorum personarum iuridicarum publicarum et ea quae perti-
nent ad régimen honorum personarum iuridicarum privatarum»; Comm. 12 (1980) 391. 
39. «Ad incertitudinem et dubia tollenda suggestum est ab aliquibus ut repristinetur notio "ho-
norum ecclesiasticorum" quoad bona quae pertinent ad personas iuridicas publicas, id est tantum 
bona personarum iuridicarum publicarum qualificentur uti "ecclesiastica"»; ibidem. 
40. «Consultores suas sententias exprimunt circa hanc quaestionem. Fere omnes admittunt 
opportunitatem repristinandi notionem "honorum ecclesiasticorum" relate ad bona quae pertinent 
ad personas iuridicas publicas, ita ut ubicumque in canonibus fiat sermo de "bonis ecclesiasticis" 
norma intelligi debeat de bonis quae pertinent ad personas iuridicas publicas. Quod si in aliquo 
casu intelligi debeat de bonis quoque personae iuridicae privatae, id expresse dici debet»; ibidem. 
41. «Unus Consultor proponit ut hic ponatur novus canon de qualificatione honorum, sive 
quae ad personam iuridicam publicam sive quae ad personam iuridicam privatam pertinent; pro-
ponit ergo ut haec materia moderetur hac norma: 
»Can. 2 ter: 
» § 1 . Bona temporalia omnia quae ad Ecclesiam, Apostolicam Sedem vel quascumque in Ec-
clesia personas iuridicas publicas pertinent sunt bona ecclesiastica. 
»§ 2. Bona personae iuridicae privatae, quamvis non sint bona ecclesiastica, subsunt tamen ge-
nerali vigilantiae Episcopi ut eorum destinatio ad fines proprios in statutis definitos servetur»; ibi-
dem, p. 398 
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eclesiásticos que eran los que pertenecían a las personas jurídicas privadas den-
tro de la Iglesia. 
Después de estas observaciones se presentó de nuevo el canon en el que se 
p lasmaba la distinción hecha entre los diversos tipos de bienes, aunque no se de-
cía, y t ampoco se dice en el texto definitivo — e l canon 1257—, que los bienes 
de las personas jurídicas privadas no son eclesiásticos 4 2 . 
Las discusiones no parecían surgir de que hubiera distintos t ipos de bienes 
sino de la función que tenía la Jerarquía respecto de ellos. Sobre los bienes ecle-
siásticos no parecía existir ninguna duda de que estaban bajo la vigilancia y con-
trol de la Jerarquía, pero no estaba tan claro cuál era la función de la Jerarquía 
sobre los bienes de las personas jurídicas privadas 4 3 . 
Por lo que hemos visto hasta el momento , da la impresión de que los pro-
b lemas a la hora de la distinción de bienes temporales en la Iglesia surgían a la 
hora de concretar la diversa responsabilidad de vigilancia que tiene la autoridad 
eclesiástica sobre los bienes, y de cómo se dejaba determinado que las personas 
jur ídicas privadas, en relación con los bienes, se regirían por sus propios estatu-
tos y no por los cánones a no ser que expresamente se indicase otra cosa 4 4 . Esto 
venía a suponer, y así ha quedado en las normas promulgadas , que son los esta-
tutos los que determinan los límites entre autonomía de la persona jur íd ica pri-
vada y el derecho de vigilancia de la autoridad eclesiástica. 
Aunque en las observaciones hechas al Textus canonum cum animadversio-
nibus se propuso, c o m o ya hemos señalado, que se dijera posi t ivamente que los 
bienes de las personas jur ídicas privadas no eran eclesiásticos, en la redacción 
definitiva no se recogió esa expresión, posiblemente para evitar el error de pen-
42. «§ 1. Bona temporalia omnia quae ad Ecclesiam universam, Apostolicam Sedem aliasve 
in Ecclesia personas iuridicas publicas pertinent sunt bona ecclesiastica et reguntur canonibus qui 
sequuntur, necnon propriis statutis. 
»§ 2. Bona temporalia personae iuridicae privatae reguntur propriis statutis, non autem hisce 
canonibus, nisi expresse aliud caveatur»; Comm. 12 (1980) 399. 
43. «Quoad § 2 animadvertit Consultor quidam ut non tribuatur ius vigilantiae circa bona non 
ecclesiastica. Adsunt enim consociationes laicorum in Ecclesia, quibus aliqua autonomia agnosci-
tur a Concilio Vat. II in apostolatu promovendo; tali autem autonomia non patitur quod vigilantia 
iurisdictionalis Episcopi exerceatur super bona illarum laicarum consociationum. Deinde habetur 
accurata discussio inter Consultores circa ambitum libertatis consociationum laicarum circa bona 
temporalia et omnes conveniunt talem libertatem moderali a statutis singularum consociationum». 
Ibidem, pp. 398-399. 
44. En la 2. a sesión del Coetus studi «De Laicis», el dia 21 de octubre de 1967, el Rev.mi Se-
cretarius, A. del Portillo, Relator, propuso, y fue aprobado por los Consultores, que se distinguie-
ran las asociaciones entre otras cosas por lo siguiente: respecto de las asociaciones eclesiásticas, 
«quae ab ipsa Hierarchia eriguntur (...). Earum praeterea bona sunt bona ecclesiastica» y respecto 
de las «associationes private sunt quae libere a fidelibus constituuntur et a Hierarchia diversis mo-
dis explicite laudantur vel recognoscuntur (...). Earum bona non fiunt ecclesiastica, sed iure civili 
reguntw»; cfr. Comm. 17 (1985) 229-230. 
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c. 
sar que sobre estos bienes, ya que no eran eclesiásticos — a s í se pedía que lo in-
dicara el canon—, la Jerarquía no tenía ningún derecho. 
N o recibiendo ningún calificativo la expresión normat iva se puede enten-
ded- en el sentido de que también hay un derecho de vigilancia, y en su caso con-
trol, por parte de la Jerarquía respecto de esos bienes que son de las personas ju-
rídicas pr ivadas, aunque lógicamente la vigilancia y el control serán distintos a 
los que tiene la autoridad sobre los bienes eclesiásticos 4 5 . 
Origen de los bienes temporales de la Iglesia: 
fuentes ordinarias y extraordinarias 
N o s será de gran utilidad para nuestro estudio, remarcando todavía más la 
propiedad de los bienes en la Iglesia así como la autonomía de las personas jurí-
dic as en su administración, el ver la evolución que hubo, a lo largo del trabajo de 
codificación, en relación con la imposición de tributos por parte de los Ordina-
rios. 
Ya en los primeros esquemas presentados para la elaboración del Código de 
Derecho Canónico se hablaba del derecho que tenía la Iglesia de exigir a los fie-
les los bienes necesarios para poder llevar a término sus propios fines 4 6 . 
También se mencionaban que los Ordinarios del lugar podían imponer tri-
butos a las personas eclesiásticas tanto físicas como morales, habiendo escucha-
do, con anterioridad, al Consejo Presbiteral y según las normas establecidas por 
la Conferencia Episcopal 4 7 . 
A través de las distintas redacciones de los cánones que trataban de las 
oblaciones de los fieles y de los tributos que podía imponer el Ordinario, así 
c o m o de la distinción entre tributos ordinarios y extraordinarios, y de las limita-
ciones que tendrían los Ordinarios en la imposición de esos tributos, se refleja la 
45. Después de lo visto en el presente apartado no parece consistente la afirmación que hace 
Aznar cuando dice que «La opinión mayoritaria, casi unánime de todos los Consultores fue que los 
bienes temporales de todas las personas jurídicas eclesiásticas, fueran éstas públicas o privadas, 
debían ser consideradas como bona ecclesiastica, puesto que, en definitiva, se trataba de personas 
jurídicas eclesiásticas»; AZNAR, F., La administración de los bienes..., p. 46. Con mayor claridad 
se expresa De Paolis: «Non sono pertanto ecclesiastici i beni delle persone giuridiche private, an-
che se esse operano sotto la vigilanza dell'autorità ecclesiastica. A maggior ragione non sono ec-
clesiastici i beni delle associazioni che non siano state erette in persona giuridica pubblica»; DE 
PAOLIS, W.,Ibeni temporali..., p. 14. 
46. «3. Declaratur insuper nativum Ecclesiae ius exigendi a fidelibus ea quae ad fines sibi pro-
prios sint necessaria»; Comm. 5 (1973) 94. 
47. «5. Ordinariis locorum ius quoque est tributa imponendi personis ecclesiasticis tam phy-
sicis quam moralibus, quatenus necessaria sint in bonum dioecesis, prius autem audito Consilio 
Presbyterali, et iuxta normas a Conferentia Episcopali statuendas»; ibidem. 
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distinción de bienes y, sobre todo, la diversidad de sujeción de las diferentes per-
sonas jurídicas respecto de la autoridad eclesiástica. 
En el presente apartado nos centraremos en la competencia que t iene la Je-
rarquía a la hora de imponer tributos a las personas jurídicas que dependen de su 
jur i sd icc ión 4 8 . Es ta competencia , al mismo t iempo que nos señala u n a de las 
fuentes de los bienes eclesiásticos, nos permite ver que , en la Iglesia, no todos 
los bienes temporales son de las Iglesias diocesanas y que no todos tienen la mis-
ma dependencia de la Jerarquía. 
1. «Prima praesentatio» 
Acabamos de constatar que ya en el primer esquema presentado se mencio-
naba el derecho que tenían los Ordinarios a imponer tr ibutos. Derecho que po-
drían ejercer después de haber oído al Consejo Presbiteral y según las normas 
dadas por la Conferencia Episcopal . Este tributo se podía imponer tanto a las 
personas físicas c o m o morales con la condición de que fuera necesar io para el 
bien de la diócesis. 
También se menc ionaba la obligación que tenían los fieles de contribuir 
con sus bienes para que la Iglesia pudiera conseguir sus fines, señalando los que 
consideraba prioritarios c o m o era el sustento de aquellos que trabajaban por el 
bien espiritual de los fieles49. 
En este pr imer esquema no se hacía ninguna distinción entre personas jurí-
dicas públ icas y pr ivadas, únicamente se afirmaba que sobre todas podían los 
Ordinarios imponer un tributo. Sólo se manifestaba una limitación, la de que no 
se impusieran tributos sobre las l imosnas de las Misas 5 0 . 
A u n q u e exista distinción de bienes, y la dependencia de las personas jurí-
dicas respecto de la Jerarquía no sea siempre la misma, a tenor de los cánones 
presentados en la Prima praesentatio, se puede afirmar que sobre todos los bie-
nes que están en relación con la Iglesia pueden los Ordinarios imponer un tribu-
to dentro de su jurisdicción. 
48. «(El autor está hablando de las limosnas y donativos como una de las fuentes de la Santa 
Sede). Pero la cruda realidad es que estas aportaciones voluntarias, además de ser imprevisibles y 
no poder realizar un presupuesto que garantice la realización de una serie de actividades, han sido 
insuficientes para sufragar los gastos de la Sede Apostólica, entrando ésta en una grave crisis eco-
nómica»; AZNAR, R, La administración de los bienes,..., pp. 175-176. 
49. «4. Exinde sequitur novus canon de obligatione correlativa ex parte fidelium contribuendi 
ut Ecclesia dictos fines assequi possit, praesertim quod attinet ad honestam sustentationem eorum 
qui in bonum spirituale fidelium operam impendunt, de qua obligatione adimplenda opportuno 
modo ab Episcopis moneri debent»; Comm. 5 (1973) 94. 
50. «(...) Mens vero Coetus est ut in alio aptiore Codicis loco conficiatur canon quo vetatur ne 
tributa super eleemosynis Missarum imponanhu»; ibidem, p. 95. 
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2. «Textus canonum» 
Esta conclus ión, que pudiera parecer un tanto forzada, v iene ava lada por 
la n u e v a redacción de los cánones que t ra taban del de recho de los Ord inar ios 
a impone r t r ibutos . E n el canon 5, en su párrafo pr imero , se decía de forma 
directa y c lara que los Ordinar ios tenían derecho a imponer un t r ibuto a las 
personas eclesiást icas , tanto físicas c o m o jur íd icas , ya fueran públ icas ya pri-
vadas 5 1 . E n este canon se mencionaban los mismos requisi tos que en su prece-
den te 5 2 , es decir, que fuera un bien para la diócesis y que debía oírse al Conse-
j o Presbiteral . 
Los Ordinarios podrían imponer un tributo ya no sólo sobre los bienes ecle-
siásticos, cosa que por otro lado es muy lógica, sino también sobre los bienes 
que n o son eclesiásticos pero que estuvieran en relación con la Iglesia, c o m o es 
el caso de los bienes de las personas jur ídicas privadas eclesiásticas. Estos bie-
nes no tenían la consideración de eclesiásticos pero, de a lguna manera , sobre 
ellos tenían los Ordinarios algún derecho. Es más, se podían imponer tributos in-
cluso a las personas físicas. 
Los Órganos consultados hicieron unas objeciones a los §§ 1 y 2 del canon 
5. En ellas se manifestaba la ilimitada potestad que se atribuía a los Obispos para 
imponer tributos a las personas y sobre los bienes. Únicamente se veía un crite-
rio de restricción sobre la potestad de los Obispos a la hora de imponer tributos. 
Este cri terio era que fuera necesario para el bien de la diócesis . Pe ro con todo, 
como hicieron constar algunos Consultores, este criterio era bastante ambiguo 5 3 . 
Algunos Consultores manifestaron que las animadvers iones presentadas 
por los Órganos consultados merecían la máxima consideración, ya que la potes-
tad concedida a los Ordinarios era ilimitada 5 4 . 
Dejando de lado la capacidad de imponer los tributos ordinarios a las per-
sonas públicas, se planteó la forma de expresar la capacidad de imponer tributos 
extraordinarios. Para ello se pidió que el parágrafo 2 se quitase, que quedase cla-
51. «can. 5 § 1. Ius Ordinariis locorum est tributa imponendi personis ecclesiasticis tam phy-
sicis quam iuridicis sive publicis sive privatis, quatenus necessaria sint in bonum diócesis. Tributa 
ne imponatur nisi audito Consilio presbyterali»; Comm. 12 (1980) 401. 
52. Este canon correspondía al canon 5 de la Prima presentatici. Cfr. Comm. 5 (1973) 94. 
53. «Circa §§ 1-2 plures animadversiones factae sunt ab Organis consultationis, quia tribuitur 
Episcopo potestas imponendi tributa quae illimitata videtur sive in ordine ad personas tributis su-
biuciendas, sive in ordine ad bona quae tributis gravari possint. Praeterea nimis vagum videtur cri-
terium pro impositione tributorum "quatenus necessaria sint in bonum dioecesis"»; ibidem, pp. 
401-402. 
54. «Alii Consultores censent animadversiones ab Organis consultationis factas maxi-
mam considerationem mereri, quia revera potestas, Episcopo data, illimitata videtur»; ibidem, 
p. 402. 
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ro que no se podía imponer ningún tributo sobre las l imosnas de la Misa y que se 
estudiase la forma de imponer un tributo extraordinario 5 5 . 
Finalmente un Consultor propuso una nueva redacción del canon en la que 
continuaba sin quedar del todo claro sobre quién se podía imponer el tributo ex-
t raordinar io 5 6 . Es ta nueva redacción se mantuvo hasta la Relatio y, c o m o vere-
mos a continuación, volvió a originar objeciones en ese momento . 
Además del canon 5, con sus tres parágrafos, había otros dos cánones, el 3 
y el 4, en los que se mencionaban nuevamente el derecho de la Iglesia a exigir de 
los fieles lo necesario para la consecución de sus f ines 5 7 , as í como la obligación 
de los fieles a contribuir para que se pudieran conseguir los fines 5 8 . El canon 3, a 
pesar de alguna observación que veremos a continuación, cont inuó sin ninguna 
modificación y así ha quedado en el texto definitivo que corresponde al canon 
1260. El canon 4, que corresponde en la codificación actual al canon 1261 , su-
frió algunas variaciones que no son relevantes para el objeto central de nuestro 
estudio. 
3 . «Textus canonum cum animadversionibus» 
Respecto al derecho que tenía la Iglesia a «exigir» de los fieles lo necesa-
rio para la consecución de sus fines del que se hablaba en el canon 3 , se sugirió 
que en vez de decir «exigendi», se dijera «exquirendi», ya que si fuera derecho 
a exigir llevaría en contrapartida medidas penales cuando no hubiera correspon-
dencia por parte de los fieles59. 
55. «Post accuratam discussionem, Consultores videntur convenire in hoc: ut deleatur § 2; ut 
nullum tributum imponi possit super eleemosynis missarum; ut agatur de tributo tantum extraor-
dinario imponendo»; ibidem. 
56. «Consultor quidam proponit nane formulant canonis: 
"lus est Episcopo dioecesano, in casu gravis necessitatis, tributum extraordinarium et modera-
tum christifidelibus necnon personis iuridicis, sive publicis sive privatis imponendi; quod tamen 
ne fiat nisi audito Consilio a rebus oeconomicis et Consilio presbyterali. Nullum vero tributum im-
poni potest super eleemosynis missarum"»; ibidem. 
57. «Can. 3 (can. 1496) 
»Ecclesiae nativum quoque ius est exigendi a christifidelibus quae ad fines sibi proprios sint 
necessaria.»; Comm. 12 (1980) 400; cfr. C/C canon 1260. 
58. «Can. 4 
»§ 1. Christifideles obligatione tenetur contribuendi ut fines de quibus in can. 2 Ecclesia asse-
qui possit. (...) 
»§ 3. Episcopi de his obligationibus fidèles monere tenentur et opportuno modo eas urgere cu-
rent»; ibidem; cfr. C/C canon 1261. 
59. «Consultores unanimiter censent per hunc canonem enunciandum esse ius Ecclesiae exi-
gendi a christifidelibus necessaria ad proprios fines prosequendos; ad verbum autem quod attinet, 
omnibus placet ut dicatur "ius est exquirendi"»; Comm. 12 (1980) 400. 
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En estos cánones, el 3 y el 4, que corresponderán en el texto definitivo a los 
cánones 1260 y 1261, ya se revelaba cuáles eran las fuentes ordinarias con las 
que la Iglesia contaba para llevar a término sus fines. Esta fuentes eran las obla-
ciones de los fieles. 
Para el objeto central de nuestro estudio nos interesa part icularmente el ca-
non 5 del Textus canonum. C o m o se verá en la redacción definitiva de este ca-
non, el canon 1263, sólo se menciona a las personas jur ídicas que están bajo la 
jur isdicción del Obispo; a éstas se les puede imponer de forma ordinaria un tri-
buto, a las restantes la contribución que se les puede exigir debe ser extraordina-
ria, moderada y en caso de grave necesidad 6 0 . 
En cuanto se presentó el texto del canon 5 a los Cardenales , Conferencias 
Episcopales, Dicasterios de la Curia Romana, muchos sugirieron que se aclarara 
que el derecho a imponer tributos era potestad del Obispo, no del Ordinario, y 
que se debería distinguir entre el principio de potestad y el ámbito de esa potes-
tad 6 1 . De hecho, en la redacción final, al igual que en la Relatio, se hace constar 
que el derecho corresponde al Obispo. 
L a potestad del Obispo no era ilimitada, sino que estaba supeditada a haber 
escuchado al Consejo Presbiteral y al Consejo de Asuntos económicos , supri-
miéndose la referencia que se hacía a las Conferencias Episcopales 6 2 . 
L a supresión de la norma que reconocía capacidad normat iva a las Confe-
rencias Episcopa les 6 3 se vio adecuada, juzgándose que no se podían dar normas 
uniformes para muchas diócesis pues cada una tendría unas condiciones singu-
lares que la diferenciaría de las demás 6 4 . 
El parágrafo 1 del canon 5, que sería el canon 1213 después de la Relatio y 
el canon 1263 de la codificación actual, l imitaba la potestad de los Obispos en 
relación al tributo manifestando que si bien podía imponerse a todas las perso-
nas en la Iglesia, este debía ser extraordinario y en caso de grave necesidad 6 5 . 
60. Cfr. C/C canon 1263. 
61. «Tres Consultores censent normas §§ 1-2 opportunas esse sive quia decet ut sustineatur 
principium potestate Episcopi imponendi tributa, sive quia ambitus huius potestatis, quia maior est 
in Schemate quam in CIC, expostulatur ex novo systemate quod suum fulcrum habet in massis 
communibus opportunis mediis ditandis»; Comm. 12 (1980) 402. 
62. «Ceterum potestas Episcopi non est illimitata quia subiacet normis generalibus Conferen-
tiae Episcopalis (§ 2), et quia peti debet votum Consilii presbyteralis»; ibidem. 
63. «can. 5 § 2. Conferentiae Episcoporum prò suo quaeque territorio normas statuere debent 
ad ordinationem tributorum regendam»; ibidem, p. 401. 
64. «Non desunt qui petant ut § 2 deleatur, quia saepe saepius conditiones singularum dioece-
sium differunt inter se et non convenit dare normas uniformes prò tota regione»; ibidem, p. 402. 
65. «Ius est Episcopo dioecesano, in casu gravis necessitatis, tributum extraordinarium et mo-
deratum christifidelibus necnon personis iuridicis, sive publicis sive privatis, imponendi; quod ta-
men ne fiat nisi audito Consilio a rebus oeconomicis et Consilio presbyterali; nullum vero tribu-
tum imponi potest super eleemosynis Missarum»; ibidem. 
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4 . «Relatio» 
Durante la Relatio se reconoció que el canon 1213 del Textus canonum cum 
animadversionibus era mejor que el presentado en los esquemas precedentes 6 6 , y 
se manifestó que el tributo no podía imponerse por igual n i de la mi sma manera 
a todas las personas jur ídicas ya que unas eran públicas y otras p r ivadas 6 7 , así 
como el que se suprimiera el término «extraordinario» ya que se restringía la po-
testad del Obispo 6 8 . 
Para poder admitir este canon se pidió también que quedase claro que el de-
recho que tenían los Obispos era respecto de las personas sujetas a su jur isdic-
ción excluyéndose, por tanto, de los tributos, a los Institutos de derecho pontifi-
c io 6 9 . 
Ot ro Padre propuso que se dijera que el derecho que tenían los Obispos a 
imponer tr ibutos, exist ía sólo sobre las personas jur ídicas públ icas 7 0 . Además 
este Padre también señalaba que el tributo que pudiera imponerse a los fieles era 
utópico 7 1 . 
H u b o un Padre que sugirió que se dijese que el tr ibuto extraordinario era 
temporal , pues así se l imitaba también el derecho que tenían los Obispos de im-
poner tr ibutos extraordinarios. Esta sugerencia fue considerada innecesaria ya 
que ningún tributo perpetuo podía ser tenido como extraordinario 7 2 . 
Definitivamente en el canon 1213, que en el actual Código de Derecho Ca-
nónico corresponde al canon 1263, se dist ingue entre un tr ibuto que puede im-
poner el Obispo a las personas jurídicas públicas sujetas a su régimen, y otro tri-
66. Cfr. Comm. 16 (1984) 28. 
67. «2. In quantum Ecclesiae necessitates postulant, ius est Episcopo diocesano tributum mo-
deratum christifidelibus necnon personis iuridicis, sive publicis sive privatis, aequitate servata, im-
ponendi»; ibidem. 
68. «a) Verbum extraordinarium nimis restringit potestatem Episcopi, qui ita nequit tributum 
pro ordinariis necessitatibus dioecesis imponere»; ibidem. 
69. «3. Contrariam sententiam tenet unus ex Patribus, qui animadvertit canonem sine ulterio-
re determinatione admití non posse, quia iniustitiis ansam praebet. Explicite statuatur quod ius 
Episcopi restringitur ad personas eius iurisdictioni subiectas, exclusis proinde Institutis iuris pon-
tificii»; ibidem, p. 29. 
70. «Proponitur: "Ius est Episcopo diocesano ad administrationem dioecesis implendam tri-
butum ordinarium et moderatum personis iuridicis publicis imponendi"»; ibidem, p. 30. 
71. «4. Tribuere Episcopo ius singulis christifidelibus tributum imponendi videtur, ut aiunt, 
utopicum. Valde opportunum e contra censetur quod tributa imposita personis iuridicis publicis 
(praesertim paroeciis) ordinarium médium evadant ad necessitates dioecesis subveniendas»; ibi-
dem. 
72. «Canon iste melior est quam canon praecedentis Schematis. Oportet tamen limitationem 
quandam etiam ratione temporis introducere ne tributa perpetua evadant. Post verbum 
"imponendi' addi potest "ad tempus" (...). 
»R. Huiusmodi limitatio superflua videtur, nam inclusa est in verbo "extraordinarium ": tribu-
tum perpetuum non est amplius extraordinarium»; ibidem, p. 28. 
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buto extraordinario sobre los bienes de las otras personas físicas y jur ídicas 
s iempre que sea por una necesidad grave y con las mismas l imitaciones que te-
nía para el tributo ordinario. 
L a distinción entre las fuentes, unas ordinarias y otras extraordinarias, nos 
permiten ver no sólo la distinción entre los bienes de las distintas personas jurí-
dicas en la Iglesia, sino también la diversidad de relación entre las personas jurí-
dicas y la Jerarquía eclesiástica. El Obispo puede imponer un tributo ordinario a 
las personas jur ídicas públicas que estén sujetas a su jurisdicción, porque estas 
personas jurídicas tienen una particular dependencia del Obispo. Esta dependen-
cia no se da respecto de las personas jurídicas que no estén sujetas a su jurisdic-
ción, y ya en el menor grado de dependencia respecto de la autoridad eclesiásti-
ca están el resto de personas, tanto físicas como jurídicas. 
Aunque más adelante volveremos a considerar las l imitaciones que tienen 
los Obispos en lo que respecta a la administración de los bienes, merece la pena 
subrayar desde este momento que, si bien en casos de grave necesidad pueden 
los Obispos imponer tributos sobre los bienes de las personas físicas y jurídicas, 
tanto públ icas c o m o privadas, el tr ibuto que imponen ordinariamente a las per-
sonas jur ídicas públicas es una de las fuentes básicas con las que la Iglesia pue-
de llevar a término sus fines. 
N o ocurre lo mismo en relación con las personas físicas, ni en lo que se re-
fiere a las personas jurídicas privadas, pues en estos casos el tributo se conside-
ra siempre como extraordinario y por causas graves. 
Podr íamos afirmar que el Obispo sobre estos bienes n o tiene casi n inguna 
facultad, cosa que sí ocurre con los bienes eclesiásticos, y que la capacidad que 
se le otorga de imponer un tributo extraordinario es en dependencia de que exis-
ta una necesidad grave. 
La función de régimen que la autoridad eclesiástica t iene para imponer 
unos tributos a las personas jurídicas públicas, como puede ser el caso de las pa-
rroquias, nos permite distinguir los bienes de cada persona jurídica de los bienes 
de la diócesis. Ni los Obispos ni las diócesis son dueños de los bienes de las pa-
rroquias así c o m o tampoco son dueños de los bienes de las personas jur ídicas 
públicas. Si los Obispos o las diócesis fueran dueños, o tuvieran funciones de 
dueños , no necesitarían gravar esos bienes con unos tributos, ya que los bienes 
serían suyos. Los que no son dueños son los que pueden gravar la propiedad con 
unos tributos en aras del bien social, y en esto nos parece que se ve con toda cla-
ridad que nunca se pueden identificar los bienes de las parroquias con los bienes 
de cada una de las diócesis. 
N o podemos perder de vista la equiparación que en el m i s m o canon 1263 
se hace de los bienes de las personas físicas y los de las personas jurídicas priva-
das. Esta equiparación será siempre útil y, sobre todo, en lo que respecta a los de-
rechos que la Jerarquía tiene respecto de los bienes que estando en relación con 
la Iglesia no son eclesiásticos. 
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Esta consideración sobre los tributos ordinarios y las contribuciones extra-
ordinarias nos permite ver no sólo los distintos propietarios de bienes tempora-
les que hay en la Iglesia, sino que además nos señala que la función de la Jerar-
quía en cuanto a la vigilancia y control en la administración, no es la mi sma para 
todo t ipo de personas jurídicas o físicas en la Iglesia: los Obispos pueden impo-
ner tributos ordinarios a las personas jurídicas públicas, pero no a las privadas. 
D . Los beneficios y el fondo común diocesano 
Nos de tenemos ahora en los beneficios 7 3 y el Fondo común diocesano ya 
que de las observaciones hechas en estas materias por los Consul tores y los 
Órganos consultados, así como de las respuestas dadas por la Comisión a las ob-
jec iones , además de reconocer su importancia para el incremento de los bienes 
eclesiást icos, se muest ra la relación de la autoridad eclesiástica con el dominio 
de los bienes. Merece la pena tener presente los motivos por los que se pidió la 
supresión de los benef ic ios 7 4 y las dificultades e inconvenientes que surgieron a 
la hora de plasmarla en un texto legislativo 7 5 . 
Siguiendo la doctrina del Concilio Vaticano II, así como la expresada en el 
Motu Proprio Ecclesiae Sanctae sobre los tres fondos comunes que debían exis-
tir en toda diócesis , en la Prima praesentatio se estudió un nuevo canon sobre 
los fondos comunes 7 6 . En aquel primer esquema de la revisión del Código no se 
hizo mención alguna sobre los beneficios ni sobre su supresión. 
73. Para un estudio más amplio y detallado del sistema beneficial, cfr. REINA, V., El sistema 
beneficial, Pamplona 1965. 
74. «El motivo de la citada supresión del sistema beneficial, no obstante haber sido éste el nú-
cleo fundamental del derecho patrimonial eclesiástico desde la Edad Media, obedece a que tal sis-
tema se opone a una verdadera solidaridad económica entre las distintas personas jurídicas ecle-
siásticas, así como a una equitativa igualdad en la remuneración de los titulares de los diversos 
oficios eclesiásticos, recomendada por el Vaticano II»; MOSTAZA, A., Derecho patrimonial..., p. 
442; en este mismo sentido y casi con idénticas palabras, cfr. AZNAR, E, La administración de los 
bienes..., p. 298. 
75. «Ultimus canon agit de reformatione instituti beneficialis, c. 1272. Redactio fuit laboriosa 
ñeque caruit difficultatibus. Tendentia Concilio erat potius ad abolitionem beneficii. Radones non 
negligendae suaserunt praesentem solutionem, quae decursu temporis adducere potest ad ipsam 
suppressionem»; DE PAOLIS, V., De bonis Ecclesiae temporalibus in novo Códice luris Canónico, 
en «Periódica» 73 (1984) 138. 
76. «14. Hoc loco visum est inserere novum circa massas bonorum communes canonem qui 
iuxta normas iam editas in M. P. Ecclesiae Sanctae, 1,4, 5, 8, redactas est, quique moderatur tres 
massarum communium species ibidem memoratas, vid.: pro cleri sustentatione, pro praevidentia 
sociali ecclesiasticorum, pro alus Ecclesiae necessitatibus. In hac autem materia, iuxta plures Con-
sultores, normae nimis cogentes vitentur oportet, determinationibus particularibus iuri particulari 
demandatis»; Comm. 5 (1973) 96. 
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1. «Textus canonum» y «textus canonum cum animadversionibus» 
del canon 16 
Fue en los prenotandos al Textus canonum donde ya se hizo mención de la 
potestad atr ibuida a las Conferencias Episcopa les 7 7 para que se moderase el ré-
g imen de los beneficios. Es aquí donde encontramos, de forma positiva, la afir-
mación de que se debería suprimir el sistema beneficial y crear las tres masas de 
bienes comunes en las diócesis 7 8 . 
En efecto, en el Textus canonum existían ya dos cánones, el 16 y el 17, que 
trataban de la creación de fondos comunes y de la supresión del sistema benefi-
cial respectivamente. En el canon 17 se indicaba que debía moderarse el régimen 
de los beneficios, de manera que sus réditos, y los propios beneficios, fueran pa-
sando al instituto del que se hablaba en el canon 16 § l 7 9 . 
En las animadvers iones presentadas por el Coetus studiorum al Textus ca-
nonum, destacaban c o m o aspectos positivos la adecuada solución dada sobre las 
cuestiones de los beneficios y la creación de las masas comunes de b ienes 8 0 . Es-
77. «Materia sane de beneficiis ecclesiasticis (CIC, Lib. III, Pars V) uno tantum canone exple-
tur (can. 17), siquidem de ipsis non opportunum visum est normas in iure generali praebere, cum 
paucae omnino sint regiones in Ecclesia ubi beneficia habentur. Aptius de beneficiis edere normas 
poterunt Episcoporum Conferentiae, quibus adiuncta singularum regionum innotescunt, cum circa 
beneficia, quae adhuc exsistunt, plures rationes attendi debeant non solum ad disciplinam canoni-
cam sed etiam ad relationes cum civili auctoritate quod attinet. Ideo norma in hoc schemate pro-
ponitur qua potestas tribuitur Episcoporum Conferentiis, ut, opportunis normis cum Apostolica 
Sede concordatis et ab ea approbatis, beneficiorum regimen moderetur, ea tarnen lege ut rado offi-
cii omnino praevaleat et reditus, immo ipsa dos beneficiorum ad institutum (massa communis) pro 
sustentatione clericorum (cfr. can. 16, § 1) conferatur. In novo Codice enim systhema beneficiale 
suppressum erit (...)»; Comm. 9 (1977) 269. 
78. «Deinde canon habetur novus (can. 16) qui moderator tres massarum communium species, 
scilicet pro cleri sustentatione, pro praevidentia sociali eiusdem cleri et pro aliis Ecclesiae necessi-
tatibus, iuxta normas iam editas in M. P. Ecclesiae Sanctae, 1,4,5, 8. Materia haec de massis com-
munibus, ad huiusmodi fines constitutis, est nova in systhemate patrimoniali Ecclesiae; tales mas-
sae enim ad mentem Concila Vaticani II (cfr. Presbyterorum Ordinis, nn. 20-21) necessariae 
omnino sunt ut, suppresso systhemate beneficiali, iam ad novum systhema transiri possit in quo of-
ficii ecclesiastici titulares non habeant per se ius ad redditus ex dote officio adnexos. Quamvis enim 
nihil obstat quominus in posterum quaedam officia ecclesiastica bona temporalia tamquam dotem 
retiñere possint, nexus ille, per quem titularis officii suos faciat dotis fructos, rescindi debet et ae-
qua retributio ex massa; communi attingi debet. Item ex massis communibus attingi debent quae ne-
cessaria sunt ad praevidentiam socialem cleri et ad alias Ecclesiae necessitates*; ibidem, p. 271. 
79. «Canon 17 (novus) 
»In regionibus ubi beneficia proprie dieta adhuc existunt, Episcoporum Conferentiarum est, 
opportunis normis cum Apostolica Sede concordatis et ab ea approbatis, huiusmodi beneficiorum 
regimen moderan, ea tarnen lege ut ratio oficii omnino praevaleat et reditus immo ipsa dos bene-
ficiorum ad institutum de quo in can. 16, § 1 (paulatim) conferantur»; Comm. 12 (1980) 412. 
80. «Apta solutio adumbrata est circa quaestiones beneficiorum et circa Constitutionen! "mas-
sae communis" bonorum; 
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tas normas estaban imbuidas de un sano realismo y además centraban de mane-
ra adecuada el régimen de los bienes temporales. Se hacía hincapié en la índole 
social de los bienes de la Iglesia, más que en las disposiciones individualistas del 
s is tema beneficial. Fue ésta una de las razones por las que casi unán imemente 
hubo acuerdo en relación a la supresión del sistema beneficial. 
Fueron muchas las observaciones que se hicieron al canon 16 que trataba 
de la creación de las masas comunes de bienes 8 1 . 
Unas enmiendas iban relacionadas con la función de vigilancia de las Con-
ferencias Episcopales 8 2 , otras sobre la equidad en la sustentación de los cléri-
gos 8 3 . Después de estas observaciones el § 1 del canon 16, fue redactado de nue-
vo. Este nuevo texto ya no sufrió ninguna variación y así quedó definitivamente 
correspondiendo al canon 1274 8 4 del texto final. 
Merece nuestra atención la propuesta hecha por los Consultores que pidie-
ron se añadiese al final del parágrafo 1 del canon 16 jun to con el precepto, una 
cláusula en la que se dijera que se debía cumplir lo preceptuado a no ser que se 
hubiera establecido otra forma de proveer al sustento de los c lér igos 8 5 . Es ta pro-
puesta pareció bien a todo el Coetus studiorum y fue aprobada, constando así en 
el texto definitivo. 
Fi jémonos que la obligatoriedad de la creación de este fondo común, que-
da supeditada a que no exista otra forma de cumplir con la finalidad que se le 
atribuye al fondo. Si hubiera otra forma con la que proveer al sustento de los clé-
rigos, parece que no habría la obligación de crear el instituto especial que recoja 
»—normae sano realismo imbutae sunt; 
»regimen bonorum rationem habet indolis socialis bonorum Ecclesiae, contra indolem indivi-
dualistica systematis beneficialis propriam»; Comm. 12 (1980) 389. 
81. «Can. 16 (novus; Ecclesiae Sanctae, 8) 
»§1. Advigilent Episcoporum Conferentiae, iuxta normas ab ipsis condendas, ut in singulis 
dioecesibus habeatur speciale institutum quod bona vel oblationes colligat eum in finem ut hones-
tae necnon fundamentaliter aequali substentationi omnium clericorum, qui in populi Dei servitium 
munere funguntur, apte provideatur»; ibidem, p. 407. 
82. «Plures conquesti sunt eo quod in § 1 tribuatur Episcoporum Conferentiis facultas "advi-
gilandi" ut in singulis dioecesibus etc... Talis facultas non potest admitti, quia contradicit sanae 
doctrinae ecclesiologicae de relationibus Episcopos inter et Episcoporum Conferentias. Consulto-
rem concordant circa talem animadversionem»; ibidem, p. 409. 
83. «Pluribus minus placuerunt verba § 1 "necnon fundamentaliter aequali substentationi om-
nium clericorum", quae contradicere videntur menti Concilii Vat. II de ratione habenda "tum ip-
sius muneris naturae cum temporum locorumque conditionum" in determinanda retributione»; ibi-
dem. 
84. «Habeatur in singulis dioecesibus speciale institutum quod bona vel oblationes colligat 
eum in finem ut substentationi clericorum, qui in favorem dioecesis servitium praestant, ad nor-
mam can. 141 (de Populo Dei) provideatur, nisi aliter eisdem provisum sit»; ibidem, p. 410. 
85. «Nonnulli proposuerunt ut praecepto de quo in § 1 addatur clausula "nisi aliter sustenta-
tioni clericorum provisum sit". Propositio omnibus placet»; Comm. 12 (1980) 409. 
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los bienes y oblaciones. Parece, pues, que pudiera darse el caso de que no exis-
tiera ese instituto especial del que habla el canon. Si esto fuera así ¿dónde irían 
las rentas e incluso las dotes de los beneficios de los que se habla en el canon 
1272 del Código actual? ¿No se podría haber considerado el sistema beneficial, 
reformado, como una de las formas de llevar a término el fin del sustento de los 
clér igos?. A pesar de todo, lo que parece que sí estaba claro es que se pretendía 
que el sistema beneficial fuera suprimido. 
Respecto al § 2 del mismo canon 16 8 6 se hizo la sugerencia de que se supri-
miera la expresión «bajo la vigilancia de la Jerarquía», pues la persona que cons-
tituye el instituto tiene el derecho de vigilar por el hecho de inst i tuir lo 8 7 . Queda 
claro que si es la Jerarquía la que erige una persona jur ídica pública eclesiástica 
tiene ya, por ser ella la que erige, el derecho de vigilancia. N o sucederá lo mis -
m o en relación con las personas jur ídicas privadas, puesto que no son erigidas 
por la Jerarquía. 
En relación con el § 3 — q u e se refería a la consti tución de una «masa co-
mún» para subvenir a las demás necesidades— también hubo bastantes observa-
ciones que hicieron que sufriera diversas modificaciones hasta el final del pro-
ceso de codificación, pero por no ser de nuestro directo interés no centraremos 
nuestra atención en ellas. 
2. «Textus canonum» y «textus canonum cum animadversionibus» 
del canon 17 
El canon 17 trataba directamente de los beneficios, y de que se moderase su 
régimen de manera que sus bienes pasasen progresivamente a engrosar los fon-
dos de los institutos que se mencionaban en el canon 16 § l 8 8 . Merece la pena 
que nos detengamos en ese canon 17, y sobre todo en las objeciones que se pre-
sentaron durante su redacción, ya que dan una visión sobre los bienes eclesiásti-
cos y los sujetos de dominio. 
86. «§ 2. In nationibus ubi praevidentia socialis in favorem cleri nondum apte ordinata est, cu-
rent Conferentiae Episcoporum pro suo cuiusque territorio ut habeantur instituta quibus, sub vigi-
lantìa Hierarchiae, securitati sociali clericorum satis provideatur»; ibidem, p. 408. 
87. «Suggestum est ut deleantur verba "sub vigilantia Hierarchiae". Propositio placet Consul-
toribus, qui censent ilia verba esse superflua, cum ius vigilandi competat Hierarchiae ex natura rei: 
illi ipsi qui institutum constituunt, ius habent vigilandi ut norme ab ipsis datae serventur»; ibidem, 
p.410. 
88. «Can. 17 (novus) 
»In regionibus ubi beneficia proprie dieta adhuc existunt, Episcoporum Conferentiarum est, 
opportunis normis cum Apostolica Sede concordatis et ab ea approbatis, huiusmodi beneficiorum 
regimen moderali, ea tamen lege ut ratio officii omnino praevaleat et reditus immo ipsa dos bene-
ficiorum ad institutum de quo in can. 16, § 1 (paulatim) conferantur»; ibidem, p. 412. 
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Con anterioridad, en los prenotandos al Textus canonum, se decía de mane-
ra directa que los beneficios y el sistema beneficial debían ser suprimidos según 
la doctr ina del Concil io Vaticano II, y que las Conferencias Episcopales , con la 
aprobación de la Santa Sede, deberían dar normas para moderar el rég imen de 
los beneficios y el sistema beneficial, de manera que se fuera avanzando hacia el 
nuevo sistema propuesto en el Código 8 9 . 
Hubo bastantes objeciones a los cánones 16 y 17 sobre todo en cuanto a la 
imperatividad de la creación de las Masas Comunes y a la supresión del sistema 
beneficial. Respecto a este úl t imo punto, como hemos señalado, se comenzó di-
c iendo que se moderase el régimen, poster iormente se dijo que se suprimiera 
procurándose de este modo una mayor identificación con la doctr ina del Conci-
l io 9 0 . 
El canon fue redactado de nuevo pasando a ser el canon 1223 del Textus ca-
nonum cum animadversionibus, en el que se recogía la expresión «suppresionem 
moderar i» , a la vez que se indicaba que los réditos de los beneficios debían pa-
sar a los institutos de los que se hacía mención en el canon 18 bis § 1, que co-
rrespondía al canon 16 del Textus canonum91 y que en el esquema que consideró 
la Relatio correspondería al canon 1225. 
3 . «Relatio» 
El canon que trataba del sistema beneficial y su supresión continuó tenien-
do objeciones, en algunas de ellas incluso se sugirió que se suprimiera el mismo 
canon. Las razones aducidas merecen nuestra atención de manera especial , ya 
que n o sólo modificaron de forma importante la redacción definitiva del canon 
1223, que pasaría a ser el canon 1274 del texto definitivo, sino que además , se-
ñalaron el peligro de una centralización que algunos consideraban inmoderada e 
inút i l 9 2 . Junto con estas razones se aludió a otra razón important ís ima, el hecho 
de que los beneficios dependían de un título de propiedad concreta y la variación 
89. Cfr. Comm. 9 (1977) 269. 
90. «Nonnulla Organa consultationis quaestiones ponunt de natura et ambitu reformationis 
systematis beneficialis quae habetur in formula canonis, quae non videtur piene congruere cum 
mente Concilii Vat. II (cf. Deer. Presbyterorum Ordinis, n. 20). Vi huius canonis enim non assequi-
tur suppressio, ñeque ilia radicalis reformatio systematis beneficialis ad rescindendum nexum 
ilium per quern titularis officii suos facit dotis beneficialis fructus; vel saltern non clare ex formu-
la canonis eruitur talem esse mentem Supremi Legislatoris»; Comm. 12 (1980) 412. 
91. Cfr. Ibidem. 
92. «Suprimatur (duos Patres). Ratio: Statuitio inutilis et iniusta, cuius applicatio quibusdam 
in locis, plures inveniet dificultates. Pastoralis tendencia huic normae subiacens peliculosa est et 
ad erróneas ducit conclusiones. Rationem enim non habet historiae, ñeque Ecclesiae structurae, ab 
inmoderata et inutili centralisatione abhorret (Primus Pater)»; Comm. 16 (1984) 31. 
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del sistema supondría una variación en los títulos, con la dificultad que esto po -
dría ofrecer con los ordenamientos civiles 9 3 . 
Se dio esta razón para remarcar que la supresión del s istema supondría un 
ingente gasto económico en el momento del cambio de los títulos de propiedad. 
Es muy interesante este hecho que evidencia que los beneficios no pertenecen a 
las diócesis , excepto aquellos que les sean propios, sino que de hecho los bene-
ficios pertenecen a las diversas personas jurídicas. 
Esto mismo ya se señalaba en las respuestas que dio la Comisión a las dis-
tintas observaciones. L a primera respuesta señalaba que el canon no podía supri-
mirse porque respondía a lo prescrito en el Concilio Vaticano I I 9 4 , pero que n o se 
pretendía la centralización de todos los bienes de la diócesis 9 5 . Además la Comi-
sión, por la respuesta dada, dejó bien claro que se refería únicamente a los bene-
ficios «propie dicta», no a cualquier otro tipo de bienes temporales que pudieran 
tener las personas jur ídicas . Estos bienes podrían ser aquellos de los que sacase 
provecho económico la propia persona jur ídica exist iendo una independencia 
entre esas fuentes y las retribuciones de los titulares de los oficios. El canon 
1409*, del Código Pío-Benedict ino, definía el beneficio como una entidad jurí-
dica constituida a perpetuidad y, esto es significativo, que constaba de un oficio 
sagrado y del derecho a percibir las rentas anejas por la dote del oficio. Si no 
existe el derecho a percibir las rentas, no existe el beneficio, ya que el oficio sa-
grado se da sin tener esos derechos y sin que existan beneficios. A d e m á s si los 
bienes van a la persona jurídica y no a la persona que tiene el oficio sagrado, no 
parece que se puedan considerar, tales bienes, como réditos de un beneficio. 
En la redacción definitiva del canon 1223, que corresponde al actual canon 
1272, ya no se habla de la supresión del sistema beneficial sino de la moderación 
de su régimen y de que los réditos, en la medida de lo posible fueran a los insti-
tutos de los que habla el canon 1225 § l 9 6 , que en el Código promulgado es el ca-
non 1274 § 1. 
93. «In mutatione tandem documentorum proprietatis (eo quod beneficium paroeciale titula-
ris est proprietatis in Austria) superingens pecuniae summa inutiliter disperiret. Burocratia augere-
tur et periculis non paucis ob monetariam crisim aliamve ob causam Patrimonium Ecclesiae expo-
netur (Alter Pater)»; ibidem. 
94. «R. Canon supprima nequit, qui substantialiter praescripto Concilii Vaticani II (PO, 20) 
respondet»; ibidem. 
95. «Hoc canone nullo modo supprimitur proprietas bonorum quam singulae personae iuridi-
cae ecclesiasticae habent neque omnia bona in diocesi centralisantur in Instituto de quo in can. 
1225. Videatur cann, 1206,1207 et 1230, in quibus liquido patet principium proprietatis non cen-
tralisatae bonorum. 
»Notetur insuper quod canon loquitur de "beneficio proprie dieta", non de quibuscumque bo-
nis ex quibus reditus ad onus solvendum promanant»; ibidem. 
96. «In regionibus ubi beneficia proprie dicta adhuc existant, Episcoporum Conferentiae est, 
opportunis normis cum Apostolica Sede concordatis et ab ea approbatis, huiusmodi beneficiorum 
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A pesar de que se valoraron las posibles dificultades del cambio de sistema 
así c o m o los peligros de la supresión, se juzgó que éstos no se darían y se man-
tuvo el canon 1272 en el que se habla de que se modere el régimen del sistema 
beneficial. El t iempo se ha encargado de demostrar que, entre otras cosas por las 
facultades que t ienen las Conferencias Episcopales 9 7 a la hora de determinar lo 
que se considera c o m o beneficio propiamente dicho, se ha dado tanto una cen-
tralización excesiva, como situaciones en las que quedaba menos claro a quiénes 
pertenecían los beneficios. 
H e m o s visto c o m o se ha ido desarrollando un proceso evolut ivo en lo que 
se refiere a los beneficios. En un principio se señalaba que debían suprimirse y, 
finalmente, que se moderase su régimen 9 8 . N o podemos olvidar que existen unos 
derechos adquiridos que deben ser respetados y que únicamente la Autoridad Su-
prema, bien el Conci l io Ecuménico 9 9 , bien el R o m a n o Pont í f ice 1 0 0 , podrían de-
cidir un cambio en los derechos adquiridos, pero nadie más . Sin menoscabar la 
autoridad del Romano Pontífice o la del Concil io Ecuménico que tienen capaci-
dades incluso en relación con los derechos adquiridos, ya que el dominio de los 
bienes en la Iglesia está bajo la Autoridad Suprema 1 0 1 , se ha preferido un sistema 
régimen moderad, ita ut reditus immo quatenus possibile sit ipsa dos beneficiorum ad institutum 
de quo in can. 1225, § 1 paulatím deferatur»; Comm. 16 (1984) 31. 
97. Cfr. Comm. 15 (1983) 138-139. 
98. «La situación transitoria que plantea la existencia de numerosos beneficios eclesiásticos 
se resuelve con suma prudencia»; LÓPEZ ALARCÓN, M. Comentario al canon 1272, en Código de 
Derecho Canónico, edición anotada a cargo de Pedro Lombardía y Juan Ignacio Arrieta, Pamplo-
na 1983, pp. 756-757. 
99. «Aunque la cuestión es problemática (...), parece que, decretada la supresión de un bene-
ficio, no se podría alegar por el beneficiario que se respete como derecho adquirido la continuidad 
de su situación de beneficiario con beneficio propiamente dicho, pues en el ámbito del Derecho 
público no opera el principio de irretroactividad cuando se suprime una institución que se sustitu-
ye por otra diferente y enteramente nueva que rompe con el sistema anterior. En este punto, el 
Concilio Vaticano II introdujo un cambio sustancial, al disponer el abandono del sistema benefi-
cial»; ibidem, p. 758. 
100. «Así mismo Pablo VI encomienda, en Ecclesiae Sanctae, 8, a la Comisión para la revi-
sión del CIC la reforma del sistema beneficial, y daba ya a los Obispos la posibilidad de proveer a 
una equitativa distribución de los bienes, incluso de las rentas provenientes de los beneficios»; Ti-
RAPU, D. Comentario al canon 1272 en AA.VV, Comentario exegético al Código de Derecho Ca-
nónico IV/1 (edición preparada por el INSTITUTO MARTÍN AZPILCUETA y coordinada por: MARZOA, 
A.-MIRAS, J.-RODRÍGUEZ-OCAÑA, R.), Pamplona 1996, p. 101. (En lo sucesivo cuando se cite esta 
obra se hará de la siguiente manera: Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, a con-
tinuación el volumen, ciudad y año). 
101. «Al interpretar el término dominio en sentido amplio, su significado comprende, no so-
lamente la propiedad, sino también los derechos reales y la posesión (...). Cualquiera que sea la 
persona jurídica titular, pública o privada, el dominio se tiene bajo la suprema autoridad del Ro-
mano Pontífice, superioridad que emana del Primado pontificio y de la unidad capital de la Iglesia 
que se corresponde en sede patrimonial con la potestad de dispensar y administrar que se le reco-
noce en el c. 1273»; LÓPEZ ALARCÓN, M. Comentario al canon 1256, en Código de Derecho Ca-
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más suave, de manera que se dice debe moderarse el régimen de los beneficios 
de m o d o que se vaya suprimiendo paulatinamente el sistema beneficial, al t iem-
po que se establecen medios para que no puedan originarse nuevos beneficios 1 0 2 . 
N o podemos olvidar que los bienes pertenecen a la persona jur ídica que legíti-
mamente los posee, de ahí que los beneficios, que son entes jur ídicos constitui-
dos o eregidos perpetuamente por la competente autoridad eclesiástica, no son ni 
de los Obispos , ni de las diócesis, sino de otras personas jur ídicas distintas, por 
eso, únicamente la Autoridad Suprema podía suprimirlos. 
L a m i s m a capacidad de la Autoridad Suprema, que nadie niega, es difícil 
de explicar. Viene a suponer que en la Iglesia se le reconoce una especie de «do-
minio superior» y a la vez intrínseco en cada uno de los bienes eclesiásticos. Este 
tipo de dominio, que capacita al Romano Pontífice y al Concil io a realizar actos 
que superan la potestad de régimen (por ejemplo variando las dotes de los bene-
ficios o condonando deudas), en modo alguno se reconoce a la potestad inferior, 
es decir a la de los Obispos en sus diócesis. 
I I . E L SUJETO DE DOMINIO DE LOS BIENES TEMPORALES 
EN LA IGLESIA EN LOS CÁNONES DEL LIBRO V DEL CÓDIGO 
Hasta el momen to hemos ido viendo la dist inción de bienes en la Iglesia. 
En las disposiciones al respecto aparecía la propiedad de los bienes de manera 
indirecta, a partir de ahora centramos nuestra atención en las normas que tratan 
directamente de la propiedad, de los sujetos de domin io 1 0 3 , al t iempo que consi-
deraremos las funciones de control y vigilancia que t iene la Jerarquía sobre los 
bienes . Funciones que son distintas según los bienes de que se trate: existe un 
mayor control y vigilancia en lo que hace referencia a las cosas sagradas o a los 
nórtico, edición anotada a cargo de Pedro Lombardía y Juan Ignacio Arrieta, Pamplona 1983, p. 
747. 
102. En opinión de Mostaza «la igualdad fundamental en la remuneración del clero se opone 
al sistema beneficial y no es fácil que desaparezcan esos obstáculos con la reforma del mismo, 
mientras existan en cada diócesis muchas masas de bienes vinculadas cada una de ellas con sus 
rentas a los distintos oficios, es decir mientras no se suprima el beneficio y se constituya una sola 
masa común de bienes para la diócesis, parroquia, seminario, etc., aunque también el patrimonio 
centralizado puede tener sus problemas como nos recuerda la historia de los primeros siglos, sino 
se regula debidamente la administración del mismo»; MOSTAZA, A., en VV.AA., Derecho Canóni-
co I, Pamplona 1974, pp. 320-321. 
103. «Supuesto que la Iglesia es, en principio y salvo ulterior proceso de organización, un úni-
co subiectum iuris, podría el Derecho haber estructurado el patrimonio eclesiástico reconociendo 
un único propietario, la Iglesia Universal, y un órgano primario de dispensación y administración: 
el Romano Pontífice»; HERVADA, J., La relación de propiedad en el patrimonio eclesiástico, en 
«Ius Canonicum» 2 (1962) 463-464. 
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bienes que tengan un especial valor por su historia o por su arte. También varia-
rá la función de la Jerarquía según se trate de bienes de personas jurídicas públi-
cas o privadas. 
Las facultades de la Jerarquía respecto de los bienes de las personas jurídi-
cas, se manifiestan concretamente en la enajenación y en la administración de 
bienes. 
Las normas de la Iglesia, y en concreto la tarea de codificación del Código 
actual, dejan bien claro que la Jerarquía no es la dueña de todos los b ienes en la 
Iglesia, sino que, como veremos sobre todo en el canon 1256 del Código, el do-
minio de los bienes, es decir su propiedad, corresponde a la persona jurídica que 
legít imamente los haya adquirido. 
A. Los bienes temporales en general 
1. El dominio de los bienes 
El pr imer e squema presentado tenía c inco cánones que trataban del sujeto 
de dominio , del 10 al 14, y estaban en el Título II del Libro V. Estos cánones, que 
corresponderían a los que más tarde serían los cánones 13 al 16 del Textus Cano-
num, dejaban claro que cualquier persona moral, pública o privada, era sujeto ca-
paz de adquirir, retener y administrar 1 0 4 . Lo que más nos interesa de esta norma-
tiva, jun to con el canon 10 que trata de los sujetos con capacidad canónica para 
realizar negocios jur ídicos patr imoniales , que vendría a ser el canon 1255 del 
Código, es lo dispuesto en la norma que llegaría a ser el canon 1256. En este ca-
non centraremos nuestra atención. 
a. «Prima praesentatio» 
En la Prima praesentatio se señalaba, recogiendo el parágrafo 1 del canon 
1499* del Código de 1917, que la propiedad de los bienes pertenecía a la perso-
na mora l que legí t imamente los hubiera adquirido. Al comienzo del m i s m o ca-
non se mencionaba también que en este dominio se estaba bajo la suprema auto-
ridad del R o m a n o Pont í f ice 1 0 5 . Ya hemos hecho mención del canon 10 en el que 
104. «10. Subiectum capax bona temporaria acquirendi, retinendi et administrandi ad normam 
iuris, declarator esse quaevis persona moralis, sive publica sive privata, quae vel ex iuris praescrip-
to vel ex speciali competentis auctoritatis ecclesiasticae concessione in iuridicam personam erecta 
sit. Talis enim capacitas ab ipsa personalitatis iuridicae notione innuitur»; Comm. 5 (1973) 96. 
105. «11. Sicut iam statuitur in can. 1499,§1, dominium bonorum, sub suprema auctoritate 
Romani Pontificis, ad earn pertinet moralem personam quae eadem bona legitime acquisiverit»; 
ibidem. 
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se establecía el principio de que cualquier persona moral , publica o privada, te-
nía capacidad para adquirir bienes. 
En los prenotandos al Textus canonum se recuerda de nuevo el pr incipio 
por el que cualquier persona jur ídica podía adquirir retener y administrar y que 
a ella le per tenecía el dominio de esos bienes que legí t imamente había adquiri-
d o 1 0 6 . 
En estos prenotandos se hizo una distinción respecto de la Prima praesen-
tatio. Ya no se hablaba de persona moral sino de persona jur ídica, y además se 
manifestaba que las normas para moderar el régimen de los bienes debían ser di-
versas ya que existía diversidad de personas jur ídicas a las que pertenecían los 
b ienes 1 0 7 . 
Desde el comienzo se es consciente de que el dominio de los bienes corres-
pondía a las personas jurídicas que los habían adquirido legít imamente, y su re-
gulación debía ser distinta dependiendo de las personas jurídicas a las que perte-
necían. 
b . «Textus canonum» 
El canon 11 de la Prima praesentatio pasó a ser el canon 14 del Textus ca-
nonum con la única variación que se había señalado en los prenotandos: en vez 
de hablar de persona moral , se hablaba de persona jur ídica 1 0 8 . 
Respecto de este canon se hicieron algunas observaciones referentes a la di-
recta administración y a la potestad que tenía el R o m a n o Pontífice. Se sugirió 
que la expresión «bajo la suprema autoridad del Romano Pontífice», fuera supri-
mida ya que el canon reconocía que el dominio era de la persona jurídica que le-
gí t imamente los poseía 1 0 9 . 
Un Consultor consideró que no hacía falta suprimir la expresión y, además, 
aclaró que lo que denotaba dicha potestad no equivalía a dominio, sino que sur-
106. «Statuto principio de capacítate cuiuscumque personae iuridicae, sive publicae sive pri-
vatae, bona temporalia acquirendi, retinendi et administrando necnon de dominio bonorum quod 
ipsis, sub suprema auctoritate Romani Pontificis pertinet»; Comm. 9 (1977) 270. 
107. «(...), fontes normarum indicantur diversae ad moderandum régimen bonorum secundum 
diversitatem personarum iuridicarum quibus bona pertinet»; ibidem. 
108. «Dominium bonorum, sub suprema auctoritate Romani Pontificis, ad eam pertinet iuri-
dicam personam, quae eadem bona legitime acquisiverit»; Comm. 12 (1980) 397. 
109. «-Suggestum est ut deleantur verba "sub suprema auctoritate Summi Pontificis", quia hic 
canon tribuit dominium bonorum personis iuridicis et non apparet ratio mentionis supremae auc-
toritatis Pontificis in hoc contextu»; ibidem. «El Obispo diocesano goza de plena potestad legisla-
tiva, ejecutiva y judicial en la diócesis (c. 391). Esta potestad no implica, evidentemente, que en la 
materia de administración de bienes temporales las personas jurídicas diocesanas no tengan capa-
cidad jurídica-patrimonial: el c. 1256 claramente establece que la propiedad de los bienes tempo-
rales pertenece a la persona jurídica que legítimamente los ha adquirido»; AZNAR, E, La adminis-
tración de los bienes..., p. 330. 
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gía de la natural autoridad del Sumo Pontífice sobre los bienes eclesiás t icos 1 1 0 . 
La fórmula del canon fue sometida a votación. Aunque la redacción permaneció 
igual, gracias a las objeciones y respuestas dadas se aclaró que la autoridad de la 
Iglesia no podía disponer de los bienes de las personas jurídicas que le están so-
metidas a no ser de acuerdo con lo que estableciesen las leyes 1 1 1 . 
Queda claro, después de lo visto hasta el momento , que el dominio de los 
bienes temporales corresponde a la persona jur ídica que los adquirió legítima-
men te 1 1 2 , tal c o m o se manifiesta en el canon 1256 1 1 3 del Código de Derecho Ca-
nónico y cuya redacción no sufrió ninguna variación desde la inicial del Textus 
canonum, excepto el cambio de la expresión persona moral por la expresión per-
sona jur ídica 1 1 4 . 
2. La contribución a la Santa Sede 
Pasamos a considerar el canon 1271 que trata de la contr ibución que los 
Obispos deben hacer a la Santa Sede para que disponga de los medios necesarios 
110. «Aliquis Consultor censet illa verba esse opportuna etiam in contextu canonis, quia dé-
notant naturam auctoritatis Summi Pontificis supra bona ecclesiastica, quod scilicet talis potestas 
non aequivalet dominio»; Comm. 12 (1980) 398. Como hemos señalado en el epígrafe anterior, al 
tratar de los beneficios, aunque se diga que la potestad del Romano Pontífice no equivale al domi-
nio, de hecho en algunos casos sí que ejerce una potestad diversa al régimen eclesiástico y que es 
más propia del dominio; cfr. ECHEVERRÍA, L., Comentario al canon 1256, en Código de Derecho 
Canónico, Salamanca 1985. «Quant au Pape, il est faux de le dire stricto sensu, le sujet unique de 
droit de toute la propriété ecclésiastique: la tradition le considère comme dispensateur suprême, et 
non comme propriétaire exclusif des biens»; Du FAY, P., La propriétaire des biens en droit cano-
nique, en «Praxis juridique et religion» 23 (1985) 206. 
111. «—De sententia alicuius Organi consultationis cavendum est ne auctoritates ecclesiasti-
cae ullo modo attentare possint dominio quod personae iuridicae detinent circa propria bona. Con-
sultores censent hanc normam esse superfluam, quia clare eruitur ex canone nuper approbato. Auc-
toritates enim ecclesiasticae non possunt disponere de bonis personarum iuridicarum suae 
iurisdictioni subiectarum, nisi ad normam legis»; Comm. 12 (1980) 398. 
112. Consideramos que Du Fay hace una reflexión muy acertada cuando dice, uniéndose al 
parecer de Vromant que «si le dominium utile et direct n'appartenait pas à la personne morale, le 
Saint-Siège serait sujet de toutes les dettes, ce qui n'a jamais été admis (...)», Du FAY, P., La pro-
priétaire des biens en droit canonique, «Praxis juridique et religion» 23 (1985) 208; cfr. DE PAU-
LIS, Y., Ibeni temporali..., pp. 154-158. 
113. «Dominium bonorum, sub suprema auctoritate Romani Pontificis, ad eam pertinet iuri-
dicam personam, quae eadem bona legitime acquisiverit»; C/C, canon 1256. 
114. «Conviene recordar que la persona jurídica pública, a pesar de su mayor vinculación con 
la autoridad eclesiástica, ni pierde la propiedad o dominio de sus bienes (...), ni se les priva de su 
administración (...). La intervención directa del Ordinario en dicha administración se concibe 
como algo extraordinario: en caso de negligencia del administrador. Se respeta, por tanto, la auto-
nomía patrimonial de la persona jurídica pública»; AZNAR, F., La administración de los bienes..., 
p. 55. 
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para el debido servicio a la Iglesia universal 1 1 5 . Del estudio de este canon se de-
duce, una vez más , que hay diversos sujetos de dominio en la Iglesia, y, por tan-
to, que el R o m a n o Pontífice no es el único «dominus» de todos los bienes en la 
Iglesia. 
Cuando se estaban haciendo las objeciones al parágrafo 4 del canon 16 del 
Textus canonum, a lgunos Consul tores sugirieron que hubiera en el Cód igo una 
norma sobre la obligación moral que tienen los Obispos de contribuir a las nece-
sidades de la Santa Sede 1 1 6 . 
Debemos tener presente que el canon 16 del Textus canonum correspondía 
al Título II y que trataba del sujeto de dominio de los bienes en la Iglesia. 
Se presentó , después de estudiar las diversas redacciones exhib idas 1 1 7 , un 
nuevo canon, que sería el 17 1 1 8 y que correspondería al canon 1222 del Textus ca-
nonum cum animadversionibus. Con alguna pequeña variación, que no es del 
caso en este apartado, llegó a ser el actual canon 1271. 
Lo que interesa es percibir que se propuso una nueva disposición para re-
cordar a los Obispos la obligación que tenían de contribuir a las necesidades de 
la Sede Apostólica y que se hablaba de obligación moral . Si el R o m a n o Pontífi-
ce tuviera el dominio de todos los bienes en la Iglesia no sería necesaria la exis-
tencia de este canon, ni de ninguna otra disposición sobre esta materia; el Roma-
no Pontífice no necesitaría pedir a los Obispos ayuda económica. 
Además , debemos tener presente que este nuevo canon se sugiere cuando 
se estaba estudiando el título II sobre el sujeto de dominio en la Iglesia. 
Todavía queda más clara la cuestión por los motivos que se aducen para re-
cordar la obligación moral . La razón son los vínculos de unidad y de caridad, y 
nada se dice de la potestad de régimen o de jurisdicción que t iene el R o m a n o 
Pontífice. 
Queda pues claro que los bienes de la Iglesia, es decir los bienes eclesiásti-
cos , son de la persona que legí t imamente los posea y no de otra, incluyendo en 
esta otra persona al R o m a n o Pontífice, y que dentro de la Iglesia el domin io se 
tiene bajo la suprema autoridad del Romano Pontífice. 
115. «Episcopi, ratione vinculi unitatis et caritatis, pro suae dioecesis facultatibus, conférant 
ad media procuranda, quibus Sedes Apostolica secundum temporum condiciones indiget, ut servi-
tium erga Ecclesiam universam rite praestare valeat»; CIC canon 1271. 
116. «Nonnulli suggesserunt ut habeatur in Codice norma aliqua de morali obligatione quam 
habent dioeceses contribuendi ad media quibus Sedes Apostolica indiget, ut sua muñera exercere 
valeat»; Comm. 12 (1980) 411. 
117. CÍT. ibidem. 
118. «Episcopi, ratione vinculi unitatis et caritatis, iuxta propriae dioecesis facultates, contri-
buant ad media procuranda, quibus Sedes Apostólica secundum temporum condiciones indiget, ut 
servitium erga Ecclesiam universam rite praestare valeat»; ibidem, p. 412. 
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B . El dominio de las cosas sagradas 
Pasamos a considerar lo dispuesto en relación con el dominio de las cosas 
sag radas" 9 ya que , por las l imitaciones que están previstas para su enajenación, 
pudiera entenderse que estas cosas sagradas pertenecen a la Jerarquía. Veremos 
los motivos por los que existe esa limitación y cómo no supone un cambio en el 
sujeto de dominio. 
En el canon 9 de la Prima praesentatio se resumía lo previsto en los cáno-
nes 1508-1512 del Código de Derecho Canónico de 1917 sobre la prescripción, 
conservándose el principio general de que la prescripción debía depender de las 
normas civiles del pa í s 1 2 0 . 
En los prenotandos al Textus canonum se advirtió de que por razones siste-
máticas se trataría el tema de la prescripción en el Libro I del nuevo Código . 
Además sólo se redactarían tres cánones, del 10 al 12 1 2 1 . 
Este canon 9 pasó a convertirse en los cánones 10, 11 y 12 del Textus cano-
mum. El canon 1 0 1 2 2 hacía referencia a la prescripción en general; el canon l l 1 2 3 
119. «Son cosas sagradas, aquellas cosas muebles o inmuebles, que con la consagración o la 
bendición han sido destinadas al culto divino (...). No se trata de un tipo especial de bienes ecle-
siásticos, ya que pueden pertenecer a personas físicas o a personas jurídicas eclesiásticas privadas 
o a personas jurídicas civiles, aunque están sujetos a un carácter especial precisamente por su ca-
rácter sagrado»; TIRAPU, D., Comentario al canon 1269, en Comentario exegético al Código de 
Derecho Canónico IV/1, Pamplona 1996, p. 94; «Por el hecho de ser sagradas, las cosas no se con-
vierten en bienes eclesiásticos, lo serán o no según a quién pertenezcan»; MARTÍN DE AGAR, J. T., 
Bienes temporales y misión de la Iglesia., en A A . V V , Manual de Derecho Canónico, Pamplona 
(1988), p. 654. 
120. «Ex quinqué canonibus 1508-1512 de praescriptione, proponitur ut in hoc bonorum ec-
clesiasticorum contextu retineatur solummodo principium generale, iuxta quod Ecclesia praes-
criptionem tamquam acquirendi et se liberandi modum, prout est in legislatione civili respectivae 
nationis, pro bonis ecclesiasticis recipit, salvis praescriptis alibi in iure forte praescriptis, dum-
modo bona fide, per totum possessionis tempus requisitum, praescriptio nitatur»; Comm. 5 (1973) 
95-96. 
121. «Cum institutum praescriptionis, tamquam iuris subiectivi acquirendi vel amittendi nec-
non ab obligationibus sese liberandi modum, ob rationes sythematicas, in Lib. I novi Codicis re-
censeatur, normae quaedam hic tantum dantur quae ad praescriptionem bonorum ecclesiasticorum 
attinent (can. 10-12)»; Comm. 9 (1977) 270. 
122. «Praescriptionem, tamquam acquirendi et se liberandi modum Ecclesia pro bonis tempo-
ralibus recipit, ad normam cann. 173-175 (de normis generalibus); Comm. 12 (1980) 406. 
123. «§ 1. Res sacrae quae in dominio privatorum sunt, praescriptione acquiri a privatis per-
sonis possunt, quae tarnen eas adhibere nequeunt ad profanos usus; si vero consecrationem vel be-
nedictionem amiserint, libere acquiri possunt etiam ad usus profanos, non tarnen sórdidos. 
»§ 2. Res sacrae quae in dominio privatorum non sunt, non a persona privata, sed a persona iu-
ridica ecclesiastica contra aliam personam iuridicam ecclesiasticam prescriptione acquiri possunt. 
» § 3 . Sacrae habentur res quae consecratione vel benedictione ad divinum cultum destinatae 
sunt»; ibidem. 
LA PERSONA JURÍDICA EN LA ADMINISTRACIÓN DE SUS BIENES 223 
se refería concre tamente a las cosas sagradas; y el canon 1 2 1 2 4 a los b ienes in-
muebles y bienes muebles preciosos. 
Nos fijaremos especialmente en el canon 11 del Textus canonum con sus 
tres parágrafos, dado que en él se hacía mención del dominio privado de las co-
sas sagradas y de su adquisición por personas privadas. Además nos serán de 
gran ayuda, para dejar más claro todavía el sujeto de dominio de los bienes en la 
Iglesia las observaciones hechas por los Consultores. 
1. «Textus canonum» 
En el pr imer parágrafo del canon 11 se mostraba que los sujetos, sin perder 
la propiedad de las cosas sagradas, tenían un dominio limitado. 
En el parágrafo 2 se mencionaba que si el dominio de la cosa sagrada no 
era pr ivado sino que pertenecía a una persona jur ídica eclesiástica, sin hacerse 
en esta primera redacción distinción entre públicas y privadas, sólo podía ser ad-
quirida por otra persona jurídica eclesiástica. 
Y en el parágrafo 3 se señalaba que las cosas sagradas que estuvieran con-
sagradas o bendecidas debían destinarse al culto divino. En este parágrafo no se 
hacía distinción sobre los sujetos a los que podían pertenecer. 
En lo que hacía relación a las cosas sagradas el dominio podía ser pr ivado 
o público, pero en ambos casos ese dominio estaba limitado. 
Respecto a este canon hubo unas propuestas para que no se admitiese la ad-
quisición de las cosas sagradas por prescripción, de modo que se evitara la disi-
pación del patr imonio en favor de los par t iculares 1 2 5 . Después de esta y de otras 
observaciones el canon fue redactado de nuevo convirtiéndose en el canon 1220 
del Textus canonum cum animadversionibus. 
2. «Textus canonum cum animadversionibus» 
El canon 1220, del Textus canonum cum animadversionibus126, estaba com-
puesto por un único parágrafo. En este canon se seguía mencionando que las co-
124. «§ 1. Res immobiles, mobiles pretiosae, iura et actiones si ve personales sive reales, quae 
pertinent ad Sedem Apostolicam, spatio centum annorum praescribuntur. 
»§ 2. Quae ad aliam personam iuridicam ecclesiasticam, spatio triginta annorum»; ibidem, p. 407. 
125. «Consultor quídam proponit ut non admittatur omnino acquisitio rerum sacrarum per 
praescriptionem, ita ut omni modo vitetur dissipatio ingentis patrimonii, traditione venerabilis, in 
favorem privatorum qui saepe saepius illas res sacras adhibent in domibus suis ornandis. Alii Con-
sultores, etsi talem rerum conditionem reprehendant, censent praesentem canonem supprimi non 
posse, quia abusus vitari debent ope vigilantiae legitimae auctoritatis»; ibidem, p. 406. 
126. «Res sacrae, quae scilicet dedicatione vel benedictione ad cultum divinum destinatae 
sunt, si in dominio privatorum sunt, praescriptione acquiri a privatis personis possunt, sed eas ad-
224 FRANCISCO JAVIER JAUSET CLIVILLÉ 
sas sagradas, sin señalar el sujeto de dominio, estaban destinadas al culto divino 
por dedicación o por bendición. 
En la Relatio solamente nos consta una enmienda que fue aceptada y que 
hacía relación a la adquisición por parte de las personas jurídicas públicas y pri-
vadas 1 2 7 . 
F ina lmente este canon sería el actual canon 1269 en el que ún icamente se 
suprimió la frase «quae scilicet dedicatione vel benedictione ad cul tum div inum 
destinatae sunt. . .» 1 2 8 . 
Aunque el principio general señala que las cosas son de las personas que le-
gí t imamente las posee, vemos que en la Iglesia el dominio no es absoluto. Pero 
esto no debe extrañar, ocurre para con cualquier ente y para cualquier t ipo de do-
minio: no existen dominios absolutos. En la Iglesia, entre otras cosas , de una 
parte reconocemos que los bienes que pertenecen a las personas jurídicas públi-
cas son bienes eclesiásticos y el dominio está limitado pues está bajo la suprema 
potestad del Romano Pontífice. 
De otra parte vemos, en lo que hace referencia a las cosas sagradas, que las 
l imitaciones también existen no ya sólo para las personas jur ídicas eclesiásticas 
públicas sino para cualquier persona que posea una cosa sagrada. Es decir que 
abarca también a bienes que no son eclesiásticos. 
La distinción que se añade en la redacción del canon 1220 del Textus cano-
num cum animadversionibus refiriéndose a las personas jur ídicas eclesiást icas 
públicas nos permite seguir señalando la existencia de los dos tipos de bienes , 
los que pertenecen a las personas privadas, sean personas jurídicas o no y los de 
las personas jur ídicas públicas , cuyos bienes son eclesiásticos. Esta dist inción 
conlleva también una dependencia distinta de la autoridad suprema del R o m a n o 
Pontífice, sin perderse en ningún caso el dominio de los b ienes 1 2 9 . 
hibere ad usus profanos non licet, nisi dedicationem vel benedictionem amiserint; si vero ad per-
sonam iuridicam ecclesiasticam publicam pertinent, tantum ab alia persona iuridica ecclesiastica 
publica acquiri possunt»; ibidem, p. 407. 
127. «Dicatur in linea 2: "... adquirí non solum a publicis sed etiam a privatis personis pos-
sunt...", claritatis causa (Quídam Pater). 
»R. Admittitur quod substantiam, et proinde post verbum "acquiri" additur "etiam"»; Comm. 
16(1984)30. 
128. «Res sacrae, si in dominio privatorum sunt, praescriptione acquiri a privatis personis 
possunt, sed eas adhibere ad usus profanos non licet, nisi dedicationem vel benedictionem amise-
rint; si vero ad personam iuridicam ecclesiasticam publicam pertinent, tantum ab alia persona iuri-
dica ecclesiastica publica acquiri possunt»; CIC canon 1269. 
129. En el caso de las pías voluntades, el hecho de que se diga en el canon 1301 § 1 que 
el ordinario es el ejecutor nato de todas las pías voluntades, «no quiere decir, lógicamente, que 
la propiedad y la administración de la causa pía pertenezca al ordinario: ello incumbe a la 
persona a la que legítimamente se le ha donado»; AZNAR, E , La administración de los bienes..., 
p. 221. 
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C . El sujeto de dominio en las normas sobre las enajenaciones 
En lo que se refiere a las enajenaciones también existen l imitaciones que 
podrían hacer dudar sobre el dominio de las cosas. En el presente apartado, nos 
centraremos únicamente en el sujeto de dominio ante las enajenaciones, dejando 
para el siguiente punto, al referirnos a la administración de los b ienes 1 3 0 , otra 
consideración sobre las enajenaciones: la particular disposición sobre la enaje-
nación del «patrimonio estable» de las personas jurídicas. 
1. «Prima praesentatio» 
En el canon 32 de la Prima praesentatio, dentro del Título IV que trataba 
de la adquisición y de la enajenación, se hizo mención nuevamente de lo que ya 
se había manifestado en los cánones preliminares sobre el dominio de los bienes. 
Se volvía a señalar la validez del pr imer parágrafo del canon 1499* del Código 
de 1917, en el que se decía que el dominio de los bienes correspondía, bajo la su-
prema autoridad del Romano Pontífice a la persona moral que los hubiera adqui-
rido legí t imamente 1 3 1 . Merece la pena tener presente este inciso en el pr imer ca-
non del Título IV sobre la adquisición y la enajenación, para poder entender que 
las l imitaciones que se dan a la hora de enajenar ciertos bienes no depende de 
una negación de que las personas jurídicas puedan ser realmente dueñas de los 
bienes eclesiásticos. 
L a razón por la que existen limitaciones para las enajenaciones se ve en el 
mot ivo que se adujo en la Prima Praesentatio cuando se redactó el canon 33 . 
Después de afirmar que se conservaba lo manifestado en los cánones 1530*-
1534*, del Código de 1917 1 3 2 , se dice que el fin de la ley es salvaguardar el pa-
130. Hablando del Título De contractibus ac praesertim de alienatione, Mantecón señala que 
debe entenderse la enajenación en sentido amplio ya que «a efectos de aplicación de la normativa 
canónica sobre la enajenación, se equiparan a ésta todos aquellos actos o negocios por los que pue-
da resultar perjudicada la situación patrimonial de las personas jurídicas públicas»; MANTECÓN, J., 
Comentario a los cánones 1290-1298, en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico 
IV/1, Pamplona 1996, p. 147; «Así pues, acto de enajenación será, no solamente el que trasmita la 
propiedad de la cosa, sino el que se limite a ceder otras utilidades vinculantes para la Iglesia y que 
empeoren su condición patrimonial, como la servidumbre, el usufructo, el arrendamiento protegi-
do, la hipoteca (...) y la simple administración de los bienes sobre todo si se ceden a perpetuidad»; 
LÓPEZ ALARCÓN, M., Comentario al canon 1295, en Código de Derecho Canónico, edición anota-
da a cargo de Pedro Lombardía y Juan Ignacio Arrieta, Pamplona 1983, p. 777. 
131. «32. Quum plures normae quae supra in canonibus praeliminaribus et in titulo de subiec-
to dominii reperiuntur, adquisitionem bonorum directe vel indirecte respiciant, hic sufficit princi-
pium in can. 1499, § 1, assertum repetere»; Comm. 5 (1973) 99. 
132. «33. Normae vero de alienatione (cann. 1530-1534) recognitione substantiali indigere vi-
dentur»; Comm. 5 (1973) 100. 
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t r imonio estable de la Iglesia, de manera que no se disipe sin jus ta causa 1 3 3 . Te-
nemos ya el mot ivo por el que en la Iglesia existen unos controles y se exigen 
unas licencias para poder enajenar los bienes de las personas morales. N o es que 
no pertenezcan a la persona moral, únicamente se señalan unas condiciones que 
salvaguarden el patrimonio ante una mala gestión que pudiera hacer desaparecer 
la persona moral . 
En el canon 34 vemos que, por los mismos motivos , se exigen también 
unas condiciones para la enajenación de exvotos y de aquellas cosas que son pre-
ciosas por su arte o por su historia 1 3 4 . 
2. «Textus canonum» y «Relatio» 
El canon 33 de la Prima praesentatio pasó a ser el canon 36 en el Textus ca-
nonum115. En esta nueva redacción ya no se usaba la expresión de persona moral 
sino la expresión de persona jurídica eclesiástica. Nuevamente se ve en la redac-
ción de este canon que, hablando del patrimonio estable, los bienes pertenecen a 
la persona jurídica que las posee y no a la Jerarquía. De no ser así no hubiera he-
cho falta todo este tenor normativo. 
En los prenotandos al Textus canonum se recordó que para la enajenación 
de determinados bienes, bien por su arte, o por su historia, o porque fueran ex-
votos, se requería la licencia de la Santa Sede, independientemente de quién fue-
ra el sujeto de dominio 1 3 6 . 
Esta idea nos puede quedar todavía más clara en la redacción del canon 37 
del Textus canonum que correspondía al canon 34 de la Prima praesentatio. En 
este canon, que se componía de 5 parágrafos, se hacía mención, en primer lugar a 
que la legítima autoridad a la que debían acudir las personas jurídicas públicas de 
derecho diocesano para la licencia a la hora de las enajenaciones, era el Ordina-
rio del lugar 1 3 7 . Hubo una propuesta de un Consultor en la que pidió que en lugar 
133. «Dato quod finis legis est cavere ne Patrimonium Ecclesiae stabile sine iusta causa dissi-
petur, norma prima sie enuntiatur: "Ad alienanda bona quae personae moralis ecclesiasticae ex le-
gitima assignatione Patrimonium stabile constituunt, requiritur consensus legitimi superioris, sine 
quo alienatio invalida est"»; ibidem. 
134. «§ 3. Si denique agatur de rebus ex voto Ecclesiae donatis (...), superior competens etiam 
consensum S. Sedis ad valide agendum obtinere debet. 
»Quod autem attinet ad res artis vel historiae causa pretiosas, sententiae Consultorum inter se 
discrepant. Alii enim volunt ut normae § 2 subdantur, alii normae § 3»; ibidem. 
135. «Ad alienanda bona quae personae iuridicae ecclesiasticae ex legitima assignatione Pa-
trimonium stabile constituunt, requiritur licentia auctoritaris ad normam iuris competentis, sine 
qua alienatio invalida est»; Comm. 12 (1980) 422. 
136. Cfr. Comm. 9 (1977) 272. 
137. «§ 1. Salvo iure Institutorum vitae consecratae legitima auctoritas de qua in can. 36 quoad 
personas iuridicas publicas iuris diocesani est loci Ordinarius qui audire tenetur (...)»; ibidem, p. 423. 
LA PERSONA JURÍDICA EN LA ADMINISTRACIÓN DE SUS BIENES 227 
de decir «personas iuridicas publicas iuris diocesani», se dijera «personas iuridi-
cas sibi subiectas». Esta propuesta fue aceptada 1 3 8 . N o podemos confundir el he-
cho de que las personas jurídicas estén sujetas al Ordinario del lugar con la idea 
de que los bienes temporales de esas personas sean de la autoridad eclesiástica. 
H u b o otra observación, pidiendo se señalase una cantidad mínima sobre la 
cual se requeriría l icencia del Ordinario que sirvió para que de nuevo quedase 
constancia de que el patrimonio estable pertenecía a la persona jur ídica 1 3 9 . 
Estos cánones , 36 y 37, fueron redactados de nuevo. C o m o acabamos de 
ver, para nuestro estudio no interesa su redacción sino las objeciones que se ha-
bían presentado, ya que en ellas quedaba de manifiesto que los bienes pertenecí-
an a las personas jur ídicas . Y si esto no fuera suficiente, además en la Re latió 
hubo algunos Padres que, refiriéndose al canon 1243 que correspondía al canon 
37, manifestaron que no veían la razón por la que, en algunos casos, debía pedir-
se licencia a la Santa Sede 1 4 0 . Según ellos el propio Ordinario del lugar estaba en 
mejor situación para hacer un adecuado juic io sobre esta materia. L a respuesta 
de la comisión volvió, nuevamente, a recordar que el fin de la norma es proteger 
la condición patr imonial de la d ióces is 1 4 1 . Es decir que en ningún momen to se 
duda de a quién pertenecen los bienes. 
Después de lo expuesto , sobre las cosas sagradas y sobre la enajenación, 
pensamos que no existe n inguna duda sobre el propietario de los bienes en la 
Iglesia. El canon 1256 no deja lugar a dudas, pero en el caso de que pudiera sur-
gir a lguna a consecuencia de la necesidad de determinadas licencias para la va-
lidez de las enajenaciones, queda bastante claro que lo único que se pretende es 
salvaguardar el patr imonio y por ello se exigen unas ciertas cautelas. En ningún 
momento se pretende quitar el dominio de los bienes a las personas jurídicas que 
legít imamente los han adquirido. 
I I I . AUTONOMÍA EN LA ADMINISTRACIÓN Y EN LA ENAJENACIÓN 
DE LOS BIENES TEMPORALES EN LA IGLESIA 
A . Los estatutos 
El canon 1257 del Código actual señala que los bienes eclesiásticos se ri-
gen por los estatutos de las personas jurídicas públicas y por los cánones del Li-
138. Cfr. ibidem, p. 424. 
139. «In nostro canone vero exigitur licentia Ordinarii etiamsi res minimi valoris sit, dummo-
do ad patrimonium stabile personae moralis pertineat»; ibidem, p. 424. 
140. Cfr. Comm. 16(1984)36. 
141. «R. Experientia contrarium aliquando docet. Normae eo tendunt ut conditio patrimonia-
lis dioecesis proteganrr»; ibidem. 
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bro V del Código. Los bienes de las personas jurídicas privadas se rigen sólo por 
sus estatutos a no ser que expresamente se indique otra cosa en los cánones del 
Libro V. 
En este apartado podremos ver el papel fundamental que tienen los estatu-
tos en relación a la administración de los bienes temporales. Son uno de los fun-
damentos tanto de la autonomía de las personas jurídicas en la administración de 
sus bienes, como también de la limitación en la administración e indicativo de su 
independencia respecto de la Jerarquía. Los estatutos mismos, como se verá, tie-
nen sus limitaciones ya que, a la hora de su confección, deben someterse a algu-
nos cánones concretos del Código . Si no se reflejase en los estatutos lo que en 
los cánones se prescribe no se podrían aprobar y, consiguientemente , los entes 
eclesiásticos no podrían adquirir la personalidad jurídica en la Iglesia 1 4 2 . 
En concreto nos centraremos en cuatro cánones del Libro V del Código: el 
canon 1257 1 4 3 , ya mencionado, sobre los tipos de bienes; el canon 1 2 7 9 1 4 4 sobre 
la administración de los bienes; el canon 1 2 8 1 1 4 5 , que trata sobre las prescripcio-
nes de los estatutos y los actos de administración ordinaria y extraordinaria; y, fi-
nalmente, el canon 1295 1 4 6 en el que se señalan unas concretas limitaciones a las 
que deben acomodarse todos los estatutos. 
142. Cfr. C/C canon 322 §2 . 
143. «§ 1. Bona temporalia omnia quae ad Ecclesiam universam, Apostolicam Sedem aliasve 
in Ecclesia personas iuridicas publicas pertinent, sunt bona ecclesiastica et reguntur canonibus qui 
sequuntur, necnon propriis statutis. 
»§ 2. Bona temporalia personae iuridicae privatae reguntur propriis statutis, non autem hisce 
canonibus, nisi expresse aliud caveatur». 
144. «§ 1. Administratio bonorum ecclesiasticorum ei competit, qui immediate regit perso-
nam ad quam eadem bona pertinent, nisi aliud ferant ius particulare, statuta aut legitima consuetu-
do, et salvo iure Ordinarii interveniendi in casu neglegentiae administratoris. 
»§ 2. In administratione bonorum personae iuridicae publicae, quae ex iure vel tabulis funda-
tionis aut propriis statutis suos non habeat administratores, Ordinarius, cui eadem subiecta est, per-
sonas idoneas ad triennium assumat; eaedem ab Ordinario iterum nominari possunt». 
145. «§ 1. Firmis statutorum praescriptis, administratores invalide ponunt actus qui fines mo-
dumque ordinariae administrationis excedunt, nisi prius ab Ordinario facultatem scripto datam ob-
tinuerint. 
»§ 2. In statutis definiantur actus qui finem et modum ordinariae administrationis excedunt; si 
vero de hac re sileant statuta, competit Episcopo dioecesano, audito Consilio a rebus oeconomicis, 
huiusmodi actus pro personis sibi subiectis determinare. 
»§ 3. Nisi quando et quatenus in rem suam versum sit, persona iuridica non tenetur responde-
re de actibus ab administratoribus invalide positis; de actibus autem ab administratoribus illegiti-
me sed valide positis respondebit ipsa persona iuridica, salva eius actione seu recursu adversus ad-
ministratores qui damna eidem intulerint». 
146. «Requisita ad normam cann. 1291-1294, quibus etiam statuta personarum iuridicarum 
conformanda sunt, servari debent non solum in alienatione, sed etiam in quolibet negotio, quo con-
dicio patrimonialis personae iuridicae peior fieri possit». 
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1. Las personas jurídicas privadas 
De momento nos centraremos en la distinción que el Código señala entre 
las personas jurídicas públicas y privadas. En el canon 13 de la Prima praesen-
tatio, que corresponderá al parágrafo 2 del canon 1257 del Código actual, se ha-
cía mención explícita de que los bienes de las personas canónicas privadas se re-
gían por el derecho particular o por sus propios estatutos, a no ser que se dijera 
algo al respecto en los cánones que seguían 1 4 7 . 
El canon 15 del Textus canonum, en el 2° parágrafo 1 4 8 , que correspondía al 
canon 13 del esquema anterior, volvía a recordar el mismo principio enunciado 
en el e squema precedente sobre la administración de los bienes de las personas 
canónicas privadas. 
E n las animadversiones a este canon se señaló, con mayor claridad, que los 
bienes de las personas jurídicas privadas se regían por sus propios estatutos. Se 
sugirió que el parágrafo 2 del canon 15 se reformara de tal manera que se dejase 
claro que los bienes de las personas privadas no eran eclesiásticos y que estaban 
bajo la general vigilancia del Obispo. Estos bienes debían destinarse a los fines 
propios que se señalasen en los es ta tu tos 1 4 9 . Vistas las observaciones en lo que 
hace referencia a la administración de los bienes de las personas jurídicas priva-
das, son los estatutos los que determinan el modo y los límites en la administra-
ción de los bienes temporales de las personas jurídicas privadas. 
Respec to de la función del Obispo , de la que se hacía menc ión en este 
nuevo parágrafo, se presentaron a lgunas observaciones advir t iendo que no se 
podía atr ibuir el derecho de vigi lancia a los Obispos sobre b ienes n o ecles iás-
t icos. Es ta afirmación se basaba en el reconocimiento que la Iglesia hacía de la 
au tonomía de las asociaciones de laicos y que tal au tonomía es taba en cont ra 
de la vigilancia jurisdiccional de los Obispos. Hubo discusiones entre los Con-
sultores sobre el ámbi to de l ibertad de las asociaciones en lo que se refería a 
los b ienes temporales . F inalmente se convino que la l ibertad en la adminis t ra-
ción de los bienes temporales debía moderarse en los estatutos propios de cada 
asoc iac ión 1 5 0 . Se presentó una nueva redacción en la que se decía que los bie-
nes temporales de las personas jur ídicas privadas se regían por sus propios es -
147. «Quae vero ad personas canónicas privatas pertinent, moderantur ius particulare aut pro-
pria stanata, nisi aliud in hisce canonibus cautum sit (quod fit illic expresse privatas memorando)»; 
Comm. 5 (1973) 96. 
148. «2. Bona autem quae ad personas canónicas privatas pertinent moderantur ius particula-
re vel propia statuta, nisi aliud in hisce canonibus cautum sit»; Comm. 12 (1980) 399. 
149. «§ 2. Bona personae iuridicae privatae, quamvis non sint bona ecclesiastica, subsunt ta-
rnen generali vigilantiae Episcopi ut eorum destinatio ad fines propios in statutis definitos serve-
tta»; Comm. 12 (1980) 398. 
150. Cfr. ibidem, pp. 398-399. 
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ta tutos y no por estos cánones a no ser que se indicase exp re samen te otra 
cosa 1 5 1 . 
Esta redacción no sufrió ya ninguna variación y así quedó en el texto defi-
nitivo que corresponde al parágrafo 2 del canon 1257. 
Por lo que acabamos de ver, está claro que los estatutos tienen carácter nor-
mat ivo en esta materia ya que son los que determinan la adminis t ración de los 
bienes de las personas jurídicas privadas. Es en éstos en donde cada ente mani -
fiesta su autonomía. Recordemos que cuando se presentó el Textus canonum se 
pretendió incluir una cláusula que limitaba la autonomía y creaba una mayor de-
pendencia de la Jerarquía. Esta cláusula no sólo no se incluyó, sino que al t iem-
po se señaló, con mayor claridad, la autonomía respecto de la autoridad eclesiás-
tica que , por supuesto, no tiene un carácter absoluto, total, pero es mayor y de 
una naturaleza diferente de la que t iene en el caso de las personas jur íd icas pú-
blicas. 
Las personas jurídicas privadas deben tener unas l imitaciones en la admi-
nistración de sus bienes que deben ir señaladas en los propios estatutos, de ma-
nera que si no estuvieran debidamente previstas no podrían ser aprobados y, con-
siguientemente, no podrían gozar de personalidad jurídica dentro de la Iglesia 1 5 2 . 
N o podemos olvidar que las asociaciones privadas de fieles, t ambién las 
que no tienen personalidad jurídica, están sometidas a la vigilancia de la autori-
dad eclesiást ica 1 5 3 . Estas asociaciones son dirigidas y adminis t radas de acuerdo 
con las prescripciones de sus es ta tutos 1 5 4 de ahí que en los estatutos de cualquier 
ente eclesiástico existan ya unas autolimitaciones y, por eso, aunque s iempre se 
puede hablar de autonomía, deberá quedar claro que no tiene un carácter absolu-
to. Además de las limitaciones de los estatutos, existe el derecho de la autoridad 
competente de vigilar de manera que los bienes se empleen para los fines que 
son propios del ente eclesiástico determinado 1 5 5 . 
L a existencia de las personas jur ídicas privadas nos mues t ra hasta dónde 
puede llegar la autonomía de los fieles y cómo la responsabilidad de la Jerarquía 
está al servicio de esa autonomía. La aprobación de los estatutos es un instru-
151. «§ 2. Bona temporalia personae iuridicae privatae reguntur propriis statutis, non autem 
hisce canonibus, nisi expresse aliud caveatur»; Comm. 12 (1980) 399. 
152. Cfr. CIC canon 322. 
153. Cfr. CIC canon 323. 
154. Cfr. CIC canon 321. 
155. Algún autor opina que «el régimen de los bienes temporales pertenecientes a una perso-
na jurídica privada, y la coordinación de las facultades de los Obispos diocesanos y de las Confe-
rencias Episcopales», no se ha realizado de la forma más adecuada. El mismo autor señala que la 
persona jurídica privada «en lo tocante a la administración, tiene plena autonomía, ejercida a tenor 
de sus estatutos, para designar a sus propios administradores... y establecer normas sobre su admi-
nistración que no vayan contra la disciplina eclesiástica»; Cfr. AZNAR, E, La administración de los 
bienes..., pp. 22 y 57. 
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mentó de control, pero de control de lo que en verdad puede y debe ser la perso-
na jur ídica privada, no un instrumento de control para que la autonomía privada 
cumpla con lo que son voluntades de la autoridad eclesiástica. L a autoridad ecle-
siástica t iene unos cauces propios para la realización de sus voluntades que se 
muestran a través de las estructuras jerárquicas o en la dependencia de las perso-
nas jurídicas públicas. 
2. Las personas jurídicas públicas 
Acabamos de ver que la autonomía de las personas jurídicas privadas tiene 
un sentido amplio, y depende de la voluntad de los fieles y de las normas gene-
rales del Derecho. Esto no sucede de igual manera con las personas jurídicas pú-
blicas ya que tienen una directa dependencia de la Jerarquía de la Iglesia y deben 
regirse, en la administración de sus bienes, por los cánones del libro V del Códi-
go de Derecho Canónico . Los estatutos de las personas jurídicas públicas, a los 
que también se somete la autoridad eclesiástica una vez aprobados, deben confi-
gurarse de acuerdo con las normas del libro V y las otras normas particulares que 
les puedan afectar. De no ser así no parece que pudieran ser aprobados y, consi-
guientemente , cada ente en particular no podría ser erigido en persona jur ídica 
pública. 
El canon 1257 del Código actual señala, de manera explícita, que los bie-
nes eclesiásticos se r igen por los cánones que siguen en el mismo libro V y por 
sus propios estatutos. Este canon, en lo que respecta al régimen de la administra-
ción de los bienes de la persona jur ídica pública, no sufrió ninguna variación 
desde los primeros esquemas. 
Respecto del administrador, del que se hace mención en el canon 1279, se 
dice que corresponde esta función a la persona que de manera inmediata r ige la 
persona a la pertenecen los bienes si los estatutos o el derecho part icular no 
determina otra cosa. Vemos pues, que el canon prevé, además de una general dis-
posición, que también sería válido que los estatutos determinaran de otra mane-
ra. Las variaciones que hubo respecto de este canon desde las primeras redaccio-
nes no afectaron, en este aspecto, a la redacción final. 
Posiblemente los cánones que más nos pueden ayudar a ver la función nor-
mativa de los estatutos, así como la autonomía y dependencia de la persona jurí-
dica públ ica en la administración de sus bienes , sean los cánones 1281 y 1295, 
que pasamos a considerar inmediatamente. 
a. Función de los estatutos en la administración de los bienes 
El canon 1281 tiene tres parágrafos en los que se determina sobre la fun-
ción que tienen los estatutos en relación con los actos de administración ordina-
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ria y extraordinaria . En el parágrafo 1 se trata de los actos que real izan inváli-
damente los administradores, y se deja señalado que tienen este carácter los que 
excedan de la adminis t ración ordinaria según lo que de terminen los es ta tutos . 
Se pone de manifiesto en este punto la au tonomía que t ienen las personas ju r í -
dicas públ icas . A continuación se muestra una particular dependencia de la vo-
luntad del Ordinario, pues se indica que los administradores también podrán rea-
lizar actos que sobrepasen la capacidad prevista en los estatutos si «obt ienen 
prev iamente autorización escrita del Ord ina r io» 1 5 6 . E l 2 o parágrafo prevé que 
deben determinarse en los estatutos los actos que sobrepasan el fin y el m o d o de 
la adminis t ración ordinaria. El parágrafo 3 trata de la responsabi l idad de las 
personas jurídicas eclesiásticas respecto de los actos realizados por los adminis-
tradores. 
En la Prima praesentatio el canon correspondiente al 1281 era el canon 
2 2 1 5 7 , y en el siguiente esquema, en el Textus canonum, era el canon 2 5 . E n un 
principio no se hacía mención de los estatutos. El canon 25, del Textus canonum, 
estaba compuesto de tres parágrafos como el actual canon 1281. En el pr imer pa-
rágrafo trataba de los actos inválidos, y nada se decía de los es ta tu tos 1 5 8 , ni tam-
poco de las prescripciones que en ellos se debían prever para que quedasen defi-
nidos los actos que se realizarían invál idamente. Eso sí, se decía que era el 
Ordinario el que debía dar autorización para los actos que excediesen la admi-
nistración ordinaria. En el 2 o parágrafo se determinaba que correspondía al Obis-
po, después de haber oído al Consejo de asuntos económicos , señalar los actos 
de sobrepasasen el fin y el modo de la administración ordinaria 1 5 9 . 
A ese canon 25 se le hicieron algunas observaciones que introdujeron unos 
cambios señalándose el papel de los estatutos. Respecto al pr imer parágrafo se 
156. De Echeverría señala la enajenación como el caso de administración extraordinaria «más 
cualificado», ya que mediante la enajenación se transfiere el dominio pleno de la misma; cfr. DE 
ECHEVERRÍA, L., Comentario al canon 1291, en Código de Derecho Canónico, Salamanca, 1985. 
Mistó señala como actos de administración ordinaria «gli atti che non modificano sostanzialmente 
la stabilità del patrimonio», y actos de administración extraordinaria «gli atti, più impegnativi e 
meno comuni, che modificano o compromettono la stabilità del patrimonio»; cfr. MISTO, L., / beni 
temporali della..., pp. 389-390. De Paolis afirma que los actos de administración extraordianria 
son aquellos que exceden los límites y el modo de la administración ordinaria y señala además 
unos ejemplos, generales, de actos que se pueden considerar como de administración extraordina-
ria; cfr. D E PAOLIS, V., / beni temporali..., pp. 146-147. 
157. Cfr. Comm. 5 (1973) 98. 
158. «§ 1. Administratores invalide ponunt actos qui fines modumque ordinariae administra-
tionis excedunt, nisi prius ab Ordinario facultatem scripto dandam impetraverint»; Comm. 12 
(1980) 416. 
159. «Episcopi diocesani est, postquam Consilium a rebus oeconomicis audierit, determinare, 
editis peculiaribus praescriptionibus intra ambitum iuris sive universalis sive particularis et stato-
torum particularium uniuscuiusque insituti, quinam actos oridinariae administrationis fines et mo-
dus excedant»; ibidem. 
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señaló que el canon debía decir expresamente que debían s imultanearse las fa-
cultades del Ordinario con las normas que estuvieran en los estatutos 1 6 0 . Respec-
to al segundo parágrafo también se dijo que debían ser los estatutos los que de-
terminasen los actos que excedían de la administración ordinaria 1 6 1 . 
Aceptadas estas enmiendas , se redactó nuevamente el canon, que corres-
pondió al canon 1232 y que ya no sufrió ninguna variación, quedando de este 
modo en el texto definitivo. En la ordenación definitiva que fue promulgado este 
canon corresponde al canon 1281 del Código actual. 
Son los estatutos los que determinan los actos de administración ordinaria 
y los de administración extraordinaria. Una vez aprobados los estatutos, la mis -
ma autoridad eclesiástica debe supeditarse a éstos, por eso, la posibilidad de re-
alizar un acto que supere lo previsto en los estatutos y que requiera la autoriza-
ción escrita del Ordinario, debe considerarse de carácter excepcional . Con este 
sentido se debe comprender la au tonomía que t ienen las personas jur ídicas pú-
blicas eclesiásticas, y por tanto no sólo las privadas, en la administración de sus 
bienes. 
b . Función de los estatutos en la enajenación de los bienes 
La autonomía de la que gozan las personas jurídicas públicas por sus esta-
tutos no es absoluta sino que tiene unas limitaciones muy superiores a las de las 
personas jurídicas privadas. Esto se puede ver en el estudio del canon 1295, que 
señala unos concretos requisitos a los que se deben ajustar los mismos estatutos 
de las personas jur ídicas . Sin estos requisitos, que se refieren a las enajenacio-
nes , no podrían aprobarse sus normas y no gozarían de personal idad jur ídica 
dentro de la Iglesia. El canon no determina si se trata de personas jur ídicas pú-
blicas o privadas, pero se refiere únicamente a las personas jurídicas públicas ya 
que en el canon 1291 solamente se hace referencia a la enajenación de los bienes 
de las personas jur ídicas públicas y, porque a tenor del canon 1257 § 2, se ten-
dría que haber incluido expresamente a las privadas si se pretendía que quedaran 
afectadas por la norma. 
E n el canon 1295 se dice que los estatutos de las personas jur íd icas deben 
acomodarse a los requisitos establecidos para la enajenación que se han señala-
do en los cánones anteriores. Este canon corresponde al canon 4 0 del Textus ca-
160. «Aliquis Consultor animadvertit administratores ad ponendos actus extraordinariae ad-
ministrationis facúltate Ordinarli de qua in § 1, sed simul obtemperare debere normis statutorum; 
quod quidem in canone expresse dicit debet, ne quis censeat per facultatem datam ab Episcopo iam 
non teneri normis statutorum»; ibidem, p. 417. 
161. «Alter Consultor autem proponit ut in statutis personae moralis definiantur actus qui ex-
cedunt finem et modum ordinariae administrationis; silentibus vero statutis, competat Ordinario 
dioecesano illos actus definire»; ibidem. 
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nonum162 en el que n o se hacía mención de los estatutos. En las observaciones 
que se hicieron a ese canon 40 se sugirió que en los estatutos se incluyeran las 
solemnidades que se requerían para la validez, y de cuya inobservancia se segui-
ría la invalidez del negocio 1 6 3 . 
La persona jur ídica pública, al igual que la privada, se rige por sus propios 
estatutos. Pero a diferencia de la privada, la persona jurídica pública se rige tam-
bién, en la administración y enajenación de sus bienes, por los cánones del libro 
V del Código de Derecho Canónico . Además , c o m o hemos visto, debe acomo-
dar sus estatutos a unas disposiciones determinadas. Por todo ello vemos que la 
dependencia de la Jerarquía es muy concreta y determinada en la persona jurídi-
ca pública. Esta dependencia se ve más concretamente en lo que estudiaremos a 
continuación sobre la administración extraordinaria y el patrimonio es table 1 6 4 . 
B . Administración ordinaria y extraordinaria 
Acabamos de detenernos en el canon 1281 en el que, en su parágrafo 2, se 
hace una remisión a los estatutos a la hora de señalar los actos de administración 
extraordinaria, y en el que se indica que en el caso de no determinarse en estas 
normas cuáles son esos actos, corresponde al Obispo diocesano su determina-
ción. Además , en el parágrafo 1, se exige autorización previa y por escri to del 
Ordinario para llevar a término los actos de administración que sobrepasen el fin 
y el m o d o de la administración ordinaria. 
Estos requisitos previstos para la administración extraordinaria pudiera pa-
recer que muest ran c o m o titulares de todos los bienes a la Jerarquía que , c o m o 
162. «Sollemnitates ad normam cann. 36, 3 8 et 3 9 requiruntur non solum in alienatione, sed 
edam in quolibet negotio quo conditio patrimonialis Ecclesiae peior fieri potest»; Comm. 12 
( 1 9 8 0 ) 4 2 6 . 
163. «Ex suggestione cuiusdam Organi consultationis, Consultoribus placet addere norman 
quae praecipiatur ut in statutis recenseantur solemnitates requisitae, ita ut negotia canonice invali-
da ob observantiam sollemnitatum, sint etiam civiliter invalida»; Comm. 12 (1980) 426. 
164. De Paolis en un artículo, Negozio giuridico, «Quo conditio patrimonialis personae iuri-
dicae peior fieri possit» ( Cf. c. 1295), en «Periodica» 83 (1994) 493-528 , que posteriormente ha 
sido editado en el libro / beni temporali della Chiessa, hace un estudio detallado sobre la adminis-
tración ordinaria y extraordinaria y su distinción con la enajenación; cfr. DE PAOLIS, V., De bonis 
temporalibus in novo Codice Iuris Canonici, en «Periodica» 73 (1984) 113-151; IDEM, Ibeni tem-
porali..., pp. 183-184. En este mismo sentido, cfr. ROVERA, V., Ibeni temporali della Chiesa, en 
La normativa del nuovo Codice (Ernesto Cappellini ed.), Queriniana 1985, pp. 288-289. Otros au-
tores piensan que la enajenación es un acto de administración; cfr. LÓPEZ ALARCÓN, M., Comenta-
rio al canon 1281, en Código de Derecho Canónico, edición anotada a cargo de Pedro Lombardia 
y Juan Ignacio Arrieta, Pamplona 1983, p. 765; IDEM, Comentario al canon 1295, en ibidem, p. 
777; AZNAR, E, La administración de los bienes..., p. 406; DE ECHEVERRÍA, L., Comentario al ca-
non 1291, en Código de Derecho Canónico, Salamanca 1985. 
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dueña de esos bienes , sería a quien correspondería autorizar los actos de admi-
nistración extraordinaria. Esta capacidad de la Jerarquía pudiera dar la impresión 
de que se trata de un derecho de quien siendo dueño de los bienes establece cláu-
sulas restrictivas a la hora de que otros los administren. 
Pero esto es solamente una impresión ya que, como se ha señalado cuando 
tratamos del dominio de los bienes y de su enajenación, los requisitos que exige 
la Jerarquía, son manifestación de sus funciones de control y vigilancia, y no tie-
nen otro objeto que salvaguardar el patrimonio de las personas jurídicas eclesiás-
ticas de m o d o que éstas cumplan con sus fines. Aunque se dist inguen dos tipos 
de administración, la ordinaria y la extraordinaria, en principio es la propia per-
sona jur ídica la que debe determinar cuáles son los actos de administración ex-
traordinaria, requir iéndose autorización del Ordinario que no puede actuar en 
este caso con plena discrecionalidad. La autoridad, en el reconocimiento y apro-
bación de estatutos, debe resolver teniendo en cuenta los principios generales del 
Derecho y las normas aplicables al caso. Está, pues, obligada a aprobar los esta-
tutos si cumplen con las disposiciones, y no puede imponer criterios o controles 
que desdibujen, o hagan imposible , la fuerza que las disposiciones universales 
reconocen a la capacidad autonormativa de los entes. 
La persona jur ídica goza de autonomía en la administración de sus bienes. 
Recuérdese que, como se ha visto al hablar de los estatutos, se modificó el pará-
grafo 2 del canon 1281 para que quedase claro que debía ser en los estatutos 
dónde se determinase qué actos eran de administración extraordinaria. De no go-
zar de autonomía no se hubiera aprobado tal cambio, habiendo quedado la dis-
posición normativa de modo que sería el Obispo diocesano el único con capaci-
dad de determinar los actos de administración extraordinaria. 
Esta misma impresión se puede sacar en lo que se refiere al canon 1295 que 
trata de los requisitos que se deben cumplir cuando «puede resultar perjudicada 
la si tuación patr imonial de la persona jur ídica». En esta disposición se añadió 
una variación respecto de los primeros esquemas presentados que no deja de ser 
importante para nuestro estudio. Este canon tiene su fuente en el canon 1533* 
del Cód igo de Derecho Canónico de 1917 1 6 5 , en el que se decía que debían se-
guirse las solemnidades señaladas si «la Iglesia podía quedar en peor condi-
ción». E n los pr imeros esquemas presentados, tanto en la Prima praesentatio 
c o m o en el Textus canonum, se siguió hablando de la Iglesia, y no de las perso-
nas jur ídicas . Se exigían, pues, el cumplimiento de unos requisitos s iempre que 
la situación patr imonial de la Iglesia pudiera salir per judicada 1 6 6 . Los Consul tó-
los. «Sollemnitates ad normam can. 1530-1532 requiruntur non solum in alienatione proprie 
dicta, sedetiaminquolibet contráctilquoconditioEcclesiaepeior fieri possit»; C7C-/7canon 1533*. 
166. «Sollemnitates ad normam cann. 36, 38, et 39 requiruntur non solum in alienatione, sed 
etiam in quolibet negotio quo conditio patrimonialis Ecclesiae peior fieri possit»; Comm. 12 
(1980) 426. 
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res estuvieron de acuerdo en que no se hablase de la situación patr imonial de la 
Iglesia sino de la que corresponde a la persona jur íd ica 1 6 7 . De este modo , pensa-
mos , se venía a confirmar aún más la autonomía de las personas jur íd icas en la 
administración de sus bienes. 
En el caso de una mala gestión o de incumplimiento de los requisi tos, se 
prestaba atención no a que pudiera salir perjudicada la Iglesia sino a que se pu-
dieran derivar efectos negativos sobre la persona jurídica concreta. Con el cam-
bio del término Iglesia por la expresión personas jurídicas, se remarca la diferen-
cia de bienes y de titulares most rando que cada persona jur ídica es responsable 
de sus propios bienes y de sus propios actos. Si se exige autonomía en la gestión 
de los bienes parece claro que ésta continúe a la hora de las responsabi l idades 
ante una posible mala gestión. Además , y esto es de una importancia capital para 
nuestro estudio, se reconoce que las ventajas o perjuicios se deben valorar en re-
lación con cada ente y, por tanto, que se refuerza la perspectiva de autonomía pa-
tr imonial de los diferentes sujetos. Por ú l t imo se debe tener en cuenta que si el 
dominio directo de los bienes no fuese de cada persona jurídica concreta, la San-
ta Sede sería sujeto de todas las deudas y, esto, j amás ha sido admit ido 1 6 8 . 
De todo lo visto hasta el momento , en relación a la intervención de la Jerar-
quía para determinados actos de administración, así como sobre su función a la 
hora de determinar los actos de administración extraordinaria, se destaca que la 
adminis t ración de los bienes temporales en la Iglesia, independientemente de 
quien sea su titular, depende de unos criterios determinados con autonomía por 
los entes. Los controles de las instancias superiores están al servicio de esta au-
tonomía. 
C. El patrimonio estable 
Durante la codificación aparecieron diversas consideraciones sobre el pa-
tr imonio estable que, al igual de lo que sucedía con la administración extraordi-
naria, t ienen que ver con la autonomía y dominio de las personas jurídicas sobre 
sus bienes . El mismo hecho de diferenciar en el patr imonio de las personas una 
parte que se denomina como «patr imonio es tab le» 1 6 9 , t iene c o m o fin establecer 
167. «Consultores concordant ut dicatur "personae iuridicae" loco "Ecclesiae"»; ibidem. 
168. Cfr. Du FAY, La propriétaire des biens en droit canonique, en «Praxi juridique et reli-
gion» 23 (1985) 206. 
169. «Por patrimonio estable habrá que entender el integrado por bienes que constituyen la 
base económica mínima y segura para que pueda subsistir la persona jurídica de modo autónomo 
y atender los fines y servicios que le son propios»; LÓPEZ ALARCÓN, M., Comentario al canon 
1285 en Código de Derecho Canónico edición anotada a cargo de Pedro Lombardia y Juan Igna-
cio Arrieta, Pamplona 1983, p. 769. Cfr. ROVERA, V., / beni temporali della Chiesa, en La norma-
tiva del nuovo Codice (Ernesto Cappellini ed.), Queriniana 1985, pp. 288-289. 
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diversos controles en relación con el dominio y administración de las personas 
jurídicas sobre su patrimonio. Sobre esa parte del patr imonio, que se supone bá-
sico y necesario para la existencia de la persona jur ídica y para que pueda cum-
plir con sus fines propios, el dominio y la capacidad de administración están más 
l imitados. 
Nos centraremos brevemente en dos cánones que nos permiten ver esa au-
tonomía y esas l imitaciones en la administración del pa t r imonio estable. Estos 
cánones son el canon 1285 y el canon 1291. 
1. Las donaciones 
El canon 1285 hace mención de las donaciones que puede hacer el adminis-
trador dentro de la administración ordinaria y siempre con bienes que no perte-
nezcan al patrimonio estable. En el primer esquema, Prima praesentatio, este ca-
non era el canon 2 6 1 7 0 . Desde el inicio tuvo la misma redacción, no sufriendo 
ninguna variación y quedando igual en el texto definitivo. Lo único que se había 
señalado al presentar el primer esquema es que la redacción del canon se hiciera 
de forma menos negativa de como estaba en el canon del que provenía, el canon 
1535* 1 7 1 del Código Pío-Benedictino. 
Según lo dispuesto en este canon, dentro de los límites de la administración 
ordinaria, le es lícito al administrador hacer donativos con tal que sea de los bie-
nes que no pertenecen al patrimonio estable. Cuando se presentó el Textus cano-
num, el canon 2 9 1 7 2 , que correspondía al anterior canon 26 , hubo una observa-
ción en la que se sugería que se suprimiera la expresión «patrimonio estable» ya 
que no se veía idónea para los t iempos actuales en los que había mucha fluidez 
y movil idad económica 1 7 3 . 
170. «26. Cautio quae in can. 1535 habetur, ex titulo de Contractibus ad hunc titulum de Ad-
rninistratione transfertur, et modo minus negativo exprimitur, vid: "Intra limites dumtaxat ordina-
riae administrationis, fas est administratoribus de bonis mobilibus quae ad Patrimonium stabile 
non pertinent, donationes ad fines pietatis aut christianae caritatis faceré"»; Comm. 5 (1973) 98-
99. 
171. «Praelati et rectores de bonis mobilibus suarum ecclesiarum donationes, praeterquam 
parvas et módicas secundum legitimam loci consuetudinem, faceré ne praesumant, nisi iusta inter-
viniente causa remunerationis aut pietatis aut christianae caritatis; secus donatio a succesoribus re-
vocan poterit». 
172. «Can. 29 (can. 1535). Intra limites dumtaxat ordinariae administrationis, fas est adminis-
tratoribus de bonis mobilibus quae ad Patrimonium stabile non pertinent, donationes al fines pie-
tatis aut christianae caritatis faceré»; Comm. 12 (1980) 420. 
173. Cfr. ibidem. 
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2. Las enajenaciones 
El canon 1291 corresponde al canon 33 de la Prima praesentatio y estaba 
en el título IV, que trataba sobre la adquisición, venta y especialmente sobre los 
contratos. En ese canon se señalaba que era necesario el consent imiento del le-
gít imo superior para poder enajenar bienes que pertenecían al patrimonio estable 
de la persona eclesiást ica 1 7 4 . Cuando se presentó la nueva redacción, que corres-
pondía ya al canon 36 del Textus canonum, hubo unas observaciones en la que se 
pedía, entre otras cosas, que junto a los requisitos para la enajenación de los bie-
nes que constituían el patrimonio estable, se dijera además que su valor no supe-
rase la cantidad establecida por el Derecho 1 7 5 . 
Este canon pasó a ser el canon 1224 del Textus canonum cum animadver-
sionibus. En la Relatio se volvieron a presentar dificultades sobre la expresión 
«patr imonio estable». La respuesta remit ió al canon 1246 del Textus canonum 
cum animadversionibus que vendría a ser definit ivamente el canon 1295, en el 
que se amplían los límites y los requisitos para poder realizar cualquier opera-
ción de la que pudiera resultar perjudicada la situación patr imonial de la perso-
na jur ídica 1 7 6 . 
Queda claro hasta el presente que, sin olvidar la autonomía que t ienen las 
personas jur ídicas públicas en la administración de sus bienes temporales , esta 
autonomía no es absoluta y que, concretamente, en lo que respecta a los donati-
vos y a la enajenación del patr imonio estable, así como de cualquier otra opera-
ción de la que pudiera salir perjudicada la situación patrimonial de la persona ju-
rídica públ ica 1 7 7 , existen una l imitaciones muy determinadas que pretenden 
174. «33. Normae vero de alienatone (carni. 1530-1534) recognitione substantial! indigere vi-
dentur. 
»Dato quod finis legis est cavere ne Patrimonium Ecclesiae stabile sine iusta causa dissipetur, 
norma prima sie enuntiatur: "Ad alienanda bona quae personae moralis ecelesiasticae ex legitima 
assignatione Patrimonium stabile constituunt, requiritur consensus legitimi superioris, sine quo 
alienado invalida est"»; Comm. 5 (1973) 100. 
175. «—Aliquis Consultor proponit ut canon melius coordinetur cum canone sequenti et ideo 
ita mutetur: "Ad valide alienanda... stabile constituunt et quorum valor summam iure defìnitam ex-
cedit, requiritur licentia auetoritatis ad norman iuris competentis". Propositio haec omnibus pla-
cet»; Comm. 12 (1980) 422-423. 
176. «Can. 1242. Conceptus "patrimonii stabilis", etsi classicus et traditionalis, hodie, crite-
riis oeconomicis mutatis, insufficiens videtur. Oportunum ergo esset conceptum magis flexibilem 
alienationis, attento edam can 1246, in hunc canonem introducere (Pater aliquis). 
»R. Quod postulatur iam habetur in schemate, nam requisita ad alienationemfaciendam omni-
bus negotiis applicantur in quibus conditio patrimonialis personae iuridicae peior fieri potest (can. 
1246). Ergo conceptus alienationis in praxi ampliatur. Animadvertitur quod in canone 1246 ob men-
dun typographicum deest mentio canonis 1243, quod magni est momenti»; Comm. 16 (1984) 35. 
177. Aznar opina que este canon 1295 afecta a todas las personas jurídicas, tanto públicas 
como privadas. Este mismo autor cita a otros que piensan que sólo se aplica a las personas jurídicas 
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salvaguardar la existencia de la propia persona jur ídica y la consecución de sus 
fines mediante unos controles en el dominio y la administración. Hay, pues , un 
particular control. Ahora bien, la naturaleza de ese control del superior se nos 
muestra en la diversa dependencia que tiene con la situación patrimonial de cada 
persona jurídica. N o es un control de dominio, es un control jerárquico al servi-
cio de los muy diversos patrimonios y fines que la autoridad puede encontrar en 
las personas jur ídicas que le están sometidas. En esta disposición se mues t ra la 
doble dependencia que surge entre persona jurídica y autoridad superior: la per-
sona jurídica queda controlada por la necesaria licencia del superior; y de su par-
te los actos de la autoridad en relación con el patr imonio de las personas jur ídi-
cas quedan encauzados por la realidad de lo que es el patrimonio estable en cada 
caso, y con ello, con la realidad de los particulares fines de los que en cada per-
sona jurídica depende su patrimonio estable. 
I V . FUNCIÓN DE LA JERARQUÍA RESPECTO DE LA ADMINISTRACIÓN 
Y ENAJENACIÓN DE LOS BIENES 
C o m o acabamos de ver la Jerarquía de la Iglesia t iene unas competencias 
en lo que se refiere a la administración, enajenación y otros actos en los que pu-
diera ponerse en peligro la situación patr imonial de las personas jur ídicas ecle-
siásticas. Estas competencias pretenden salvaguardar el pa t r imonio de manera 
que no se perjudique a la persona jurídica en el caso de una mala administración 
o de una enajenación que hiciera peligrar la existencia de la persona jurídica que, 
en principio, debe ser «por naturaleza, perpetua» 1 7 8 . 
Nos interesa señalar con la mayor claridad posible quién de la Jerarquía 
debe intervenir en cada caso y bajo qué circunstancias. Es decir, centrándonos en 
el canon 1292, saber quién es la autoridad competente a la que se debe acudir 
para que conceda la licencia necesaria para poder enajenar vál idamente los bie-
nes eclesiásticos. De este modo podremos ver también a quién corresponde el 
derecho de vigilancia sobre cada uno de los entes eclesiásticos. 
El canon 1292 corresponde al canon 34 de la Prima praesentatio y ya en el 
primer esquema se señaló que, en lo que se refiere a las responsabilidades en las 
enajenaciones, debía aplicarse el principio de subsidiar iedad 1 7 9 según el pensa-
públicas, como es el caso de Martínez Sistach y Bueno Salinas. Personalmente somos de la misma 
opinión de los dos autores citados por Aznar. Cfr. AZNAR, E , La administración de los bienes..., pp. 
427-431. De la opinión contraria a la de Aznar es también MANTECÓN, J., Comentario al canon 
1295 en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico TV/1, Pamplona 1996, p. 166. 
178. Cfr. CIC canon 120 §1. 
179. «Quizá una de las características más destacables en la regulación de la administración 
de los bienes eclesiásticos sea la importancia que en esta materia se confiere al principio de subsi-
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miento del Decreto conciliar Christus Dominus n° 8 1 8 0 . Debían señalarse quiénes 
eran los superiores a los que se debía acudir para llevar a cabo ciertos actos con-
cretos de administración 1 8 1 , y sobre todo a la hora de enajenar determinados bie-
nes temporales de las personas jurídicas, bien por su cuant ía 1 8 2 o bien porque fue-
ran exvotos donados a la Iglesia o bien por su valor histórico o artíst ico 1 8 3 . 
En los prenotandos al Textus canonum se indicaba la autoridad que debía 
conceder l icencias para los actos de adquisición o enajenación. A la Santa Sede 
le correspondía conceder las licencias para la enajenación de los exvotos do-
nados a la Iglesia y para las cosas que se consideran preciosas, ya sea por su arte 
o por su his tor ia 1 8 4 . A las Conferencias Episcopales les correspondía establecer 
las cant idades máx ima y mín ima a las que deberían atenerse los Obispos para 
conceder las necesarias licencias ante las enajenaciones 1 8 5 . 
El canon 34 pasó a ser el canon 37 del Textus canonum concretándose me-
jo r quién era la autoridad superior en cada caso, es decir, la legít ima autoridad 
que debía conceder licencia para la enajenación. Para las personas jur ídicas pú-
blicas de derecho diocesano debía ser el Ordinario. También se hacían unas dis-
t inciones a la hora de señalar el superior competente para conceder la l icencia 
según fuera el valor económico del bien a enajenar. Si excedía de cierta cantidad, 
debía ser la Conferencia Episcopal la que debía conceder la licencia, y si era su-
perior a otra cuantía establecida debería ser la Santa Sede. En otros casos, inde-
diariedad. Con este principio (...) "se defiende la oportunidad, e incluso la exigencia de velar para 
que (...) resulten útiles cada una de las organizaciones instituidas, a través de sus derechos particu-
lares y de una saludable autonomía del poder ejecutivo particular que se les ha reconocido. (...) el 
nuevo Código debe conceder a los derechos particulares o a la potestad ejecutiva aquello que no 
resulte necesario para la unidad de la disciplina universal, de suerte que dé paso a razonables 'des-
centralizaciones' (...)" (CIC, Praefatio)»; COMBALÌA, Z., Comentario a los cánones 1273-1289, en 
Comentario exegético al Código de Derecho Canónico IV/1, Pamplona 1996, p. 105. 
180. Cfr. Comm. 5 (1973) 100. 
181. «§ 1. Legitimus superior, de quo supra, est loci Ordinarius, qui audire tenetur adminis-
trationis Consilium et consensum habere eorum quorum interest»; ibidem. 
182. «§ 2. Si tamen agatur de rebus quarum valor summam a Conferentia Episcopali pro sua 
cuiusque regione definiendam excedit, consensus loci Ordinarii prius confirman debet a Commis-
sione speciali ad eum finem ab eadem Conferentia statuta»; ibidem. 
183. Cfr. ibidem. Conviene tener presente que siempre que el Código de Derecho Canónico 
se refiere a la enajenación, habrá que interpretarlo en sentido amplio, abarcando todas aquellas 
operaciones que puedan redundar en detrimento de la persona jurídica pública. Cfr. MANTECÓN, J., 
introducción a los cánones 1290-1298 en Comentario exegético al Código de Derecho Canónico 
IV/1, Pamplona 1996, p. 149. 
184. «Licentia S. Sedis enim requiritur tantum si agatur de rebus ex voto Ecclesiae donatis, 
vel de rebus pretiosis artis vel historiae causa»; Comm. 9 (1977) 272. 
185. «Circa alia bona autem proponitur ut Conferentia Episcopalis pro sua cuiusque regione 
definiat summam supra quam Ordinarius indiget licentia cuiusdam organi ipsius Conferentiae ad 
hoc constituti et tantum si valor honorum excedit duplo talem summam recurri debeat ad S. Sedem 
(can. 37)»; ibidem. 
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pendientemente del valor económico, se miraba el valor histórico o artístico de 
la cosa a enajenar o el hecho de que fueran exvotos donados a la Iglesia. En es-
tos ú l t imos casos señalados, la autoridad a la que se debía acudir era la Santa 
Sede. 
H u b o algunas observaciones que no son del interés para el mot ivo central 
de este apar tado sobre la función jerárquica. Pero existe un comentar io , hecho 
ante una observación que se presentó al parágrafo 3, que merece nuestra aten-
ción ya que nos indica el motivo por el que existe la necesidad de obtener las li-
cencias para la enajenación de determinados bienes. En este parágrafo se decía 
que los exvotos donados a la Iglesia no se podían enajenar sin licencia de la San-
ta Sede 1 8 6 . H u b o quien señaló que si se trataba de exvotos de poca cuantía que no 
se exigiese licencia de la Santa S e d e 1 8 7 . Pero el mot ivo por el que se exigía la li-
cencia de la Santa Sede no era porque fuera la dueña o porque tuviera un gran 
valor económico o porque no fuera de la persona jur ídica concreta, sino que 
dado que se trataba de la piedad de los fieles debía precederse de forma muy 
cauta y por tal mot ivo se veía oportuno que siempre se recurriese a la Santa 
S e d e 1 8 8 . N o s parece que es tamos aquí ante una disposición par t icularmente de-
mostrativa de que tanto la autoridad jerárquica como los que administran las per-
sonas jurídicas, están al servicio de los fines que han originado el patr imonio de 
cada ente. Los exvotos fueron entregados con un motivo de piedad, y, al servicio 
de la piedad, la Santa Sede controla su posible enajenación para que se puedan 
seguir cumpliendo esos fines. 
En ningún momento se niega la propiedad de los bienes a la persona jurídi-
ca, ni su autonomía en la administración, incluso en el § 5 del canon 34 de la Pri-
ma praesentatio, que no sufrió ninguna variación y así está redactado en el texto 
definitivo, el canon 1292, § 4, donde se afirma con toda claridad que los bienes 
son de la persona ju r íd ica 1 8 9 . Además , según este parágrafo, los «consent imien-
tos» o «consejos» necesarios para que se puedan realizar las enajenaciones se 
deben dar según el estado económico de cada persona. Es decir, cuando un mis-
mo consejo, por ejemplo el consejo de asuntos económicos de una diócesis, ten-
ga que dar su voto sobre distintos actos de enajenación, debe hacerlo poniendo 
su atención en lo que conviene concretamente a cada persona jurídica. Esto nos 
reafirma lo que se ha dicho repetidamente: las limitaciones que existen en la ad-
186. Cfr. ibidem. 
187. «Nonnulli suggesserunt ut non requiratur licentia S. Sedis ad alienandas res ex voto do-
natas, si earum pretium sit infra aliquam summam a iure definiendam»; Comm. 12 (1980) 424. 
188. «Consultores, uno tantum excepto, censent in re tanti momenti, quae pietatem fidelium 
tangit, cauto esse procedendum et ideo opportunum videtur ut semper adeatur S. Sedes»; ibidem. 
189. «§ 5. li qui in alienandis bonis ecclesiasticis Consilio vel consensu partem habere debent, 
ne praebeant consilium vel consensum nisi prius exacte fuerint edocti tam de statu oeconomico 
personae moralis cuius bona alienanda proponuntur, quam de alienationibus iam peractis»; ibidem. 
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ministración y en la enajenación, pretenden salvaguardar el patr imonio y vigilar 
que se respete la voluntad de los fieles. 
A. El derecho de vigilancia 
L a autoridad eclesiástica tiene una función de v ig i lancia 1 9 0 respecto de las 
personas jurídicas tanto públicas como privadas. Esta función es diferente según 
sea la relación de los diferentes entes eclesiásticos con la Jerarquía, y va dirigi-
da a garantizar que la posesión, la administración y la enajenación se realicen se-
gún las finalidades de los bienes en la Iglesia, en concreto, según los fines de 
cada persona y según las normas canónicas . N o implica un derecho a disponer 
de los bienes de las personas jur ídicas 1 9 1 . 
En el presente apartado veremos la función de vigilancia respecto de la ad-
ministración de los bienes en las personas jurídicas públicas y para ello nos fija-
remos en el canon 1276 del Código actual en el que se señala, de manera expre-
sa, que corresponde al Ordinario el vigilar di l igentemente la administración de 
las personas jurídicas públicas que están bajo su sujeción. 
También nos fijaremos, brevemente , en el derecho de vigilancia que tiene 
la autoridad eclesiástica respecto las personas jurídicas privadas, en concreto de 
las asociaciones privadas de fieles, y las causas pías. En todos estos casos existe 
un deber de vigilancia por parte de la Jerarquía, y, en lo que se refiere a las cau-
sas pías, incluso el derecho de visita. 
1. Vigilancia en las personas jurídicas privadas y, en concreto, 
en las asociaciones privadas de fieles 
El patrimonio de las personas jurídicas privadas está en una situación pecu-
liar ya que sus bienes no son «bienes eclesiásticos», no son de la organización de 
la Iglesia, pero t ampoco son bienes totalmente ajenos a la Iglesia y a su autori-
190. «Vigilancia (...) no equivale a la administración inmediata de los bienes temporales; (...) 
implica el derecho de visitar la institución y de exigir razón sobre la administración (...). La vigi-
lancia conlleva el derecho de conocer por sí o por otros sobre la cantidad y estima de los bienes, 
de exigir cuentas sobre la segura colocación y fiel aplicación de las donaciones, además de pres-
cribir que la administración sea ordenada, prudente (...). La vigilancia no incluye el derecho de de-
terminar el modo por el que los ingresos y los bienes deben ser gastados ni de avocar para sí la dis-
tribución total o parcial de estas bienes, ya que ello únicamente pertenece a la persona a quien por 
derecho corresponde la administración ordinaria»; AZNAR, F , La administración de los bienes..., 
pp. 332-333; cfr. DE PAOLIS, V, De bonis Ecclesiae temporalibus in novo Códice iuris Canonici, 
en «Periódica» 73 (1984) 127-128. 
191. Cfr. BONET, M.-DAVID, B., Introduction au droit ecclésiale et au nouveau code, Lucon 
1985, p. 132. 
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dad ya que están dest inados a cumpli r unos fines dentro del fin general de la 
Ig les ia 1 9 2 . «Surge, así, un derecho-deber de vigilancia de la autoridad eclesiásti-
ca sobre asociaciones y fundaciones privadas, sobre la adecuación de su activi-
dad patrimonial a los fines eclesiales» 1 9 3 . 
Las asociaciones de fieles dentro de la Iglesia, con o sin personalidad jurí-
dica, dependen de la autoridad eclesiástica, están dentro de la Iglesia y, aunque 
los fieles las dirijan y administran l ibremente 1 9 4 , están sometidas a la vigilancia 
de autoridad eclesiást ica 1 9 5 de manera que se conserve la integridad de la fe y de 
las cos tumbres , y se evite que se introduzcan abusos en la disciplina eclesiásti-
ca. Para ello la autoridad eclesiástica tiene el derecho de visitarlas a tenor del de-
recho y de los estatutos 1 9 6 . 
En el canon 325 del actual Código de Derecho Canónico se afirma que las 
asociaciones pr ivadas de fieles administran l ibremente los bienes que poseen. 
Estas asociaciones, aunque tengan personalidad jur ídica, cont inúan s iendo pri-
vadas 1 9 7 y sus bienes no tienen la consideración de eclesiásticos 1 9 8 . Consiguiente-
mente estos bienes no se rigen por las prescripciones que se señalan en el Libro 
V del Cód igo de Derecho Canónico. Existe una autonomía e independencia en 
lo que hace referencia a la administración de los bienes que podríamos decir que 
es casi absoluta, pero ya el mismo canon, después de afirmar la libertad en la ad-
ministración, señala que la autoridad eclesiástica tiene el derecho de vigilar de 
manera que los bienes se empleen para los fines propios de cada asociación. Este 
derecho de vigilancia no supone un inmiscuirse en la administración de los bie-
nes , ni una obligación de rendir cuentas anualmente por parte de la asociación, 
sino s implemente un vigilar, sin señalarse el cómo, de manera que los bienes se 
utilicen para los fines propios. 
El derecho de vigi lancia 1 9 9 sobre la administración de los bienes podríamos 
decir que es una consecuencia lógica del derecho de vigilancia general que la Je-
rarquía t iene sobre los entes pr ivados con o sin personalidad jur íd ica dentro de 
192. Cfr. MARTÍNEZ BLANCO, A., Calificación y régimen de los bienes, en Das Konsoziative 
Element in der Rinche Akten des VI Internationalen Kongresses für kanonisches Recht, München, 
14-19 Setembre 1987, St. Ottilien 1989, p. 579. 
193. Ibidem. 
194. CIC canon 321. 
195. CIC canon 323. 
196. CIC canon 305. 
197. CIC canon 322. 
198. CIC canon 1257. 
199. «Vigilar es velar, prestar atención. En este caso estar pendiente de la actuación patrimo-
nial de la persona jurídica privada con la finalidad, tan sólo, de que se oriente al cumplimiento de 
sus fines»; MARTÍNEZ BLANCO, A., Calificación y régimen de los bienes, en Das Konsoziative Ele-
ment in der Kinche Akten des VI Internationalen Kongresses für kanonisches Recht, München, 14-
19 Setembre 1987, St. Ottilien 1989, p. 579. 
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la Iglesia. Todos los bienes, dentro de la Iglesia, deben ir dest inados al cumpli-
miento de los fines para los cuales la Iglesia puede tener bienes temporales y por 
ello, al igual que los Obispos deben vigilar para que no se introduzcan abusos en 
la disciplina eclesiást ica 2 0 0 , y para que los fieles vivan la comunión eclesial y 
cumplan con sus deberes , así también deben vigilar para que no se introduzcan 
abusos por un uso inadecuado de los bienes de manera que con ellos no se bus-
que la consecución de los fines propios señalados en los es ta tu tos 2 0 1 que , preci-
samente , deben ser inspeccionados por la autoridad competente para las aso-
ciaciones sin personalidad, y deben ser aprobados , para poder gozar de 
personalidad jurídica dentro de la Iglesia 2 0 2 . 
Este derecho de vigilancia, que no se puede confundir con el t radicional 
«derecho de visita», es una garantía para todas las personas, tanto para los fieles 
que componen el ente como para los demás fieles que ayudan con sus donativos 
a la consecución de los fines para los que se les pidió ayuda económica. De esta 
manera no hace falta que cada particular investigue si los bienes que ha donado 
van o no van a los fines concretos, aunque individualmente podrían hacerlo, sino 
que es la autoridad eclesiástica la que, en el ejercicio de sus responsabi l idades, 
procurará que se cumplan los fines. 
2. Vigilancia de las causas pías 
En el canon 325 del Código, en su parágrafo 2 2 0 3 se hace una remisión al ca-
non 1301 que trata de la administración de los bienes que se hubieran recibido 
para causas pías. 
En el Código de 1917 existía un canon, el 1515*, del que der iva el actual 
canon 1301, en el que se decía que los Ordinarios eran los ejecutores natos de to-
das la pías voluntades y, consiguientemente, en virtud de ese derecho no sólo po-
dían sino que debían vigilar para que se cumpliesen. Este derecho incluía la obli-
gación para los ejecutores delegados de rendir cuentas 2 0 4 . 
Es te canon fue recogido en el canon 45 de la Prima praesentatio con la 
mi sma redacción excepto una pequeña variación. En el parágrafo segundo, al 
200. CIC canon 392. 
201. CIC canon 299 § 3. 
202. CIC canon 322 § 2 . 
203. «§ 2. Eadem subest loci Ordinarii auctoritati ad normam can. 1301 quod attinet ad admi-
nistatíonem erogationemque bonorum, quae ipsi ad pias causas donata aut relicta sint». 
204. «§ 1. Ordinarii omnium piarum voluntatum tam mortis causa quam inter vivos executo-
res sunt. 
»§ 2. Hoc ex iure Ordinarii vigilare possunt, ac debent, etiam per visitationem, ut piae volun-
tares impleantur, et alii executores delegati debent, perfuncti muñere, illis reddere rationem»; CIC-
/ 7 canon 1515*. 
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igual que en su origen, se hablaba de «ejecutores delegados» y se pidió que se 
suprimiese esta expres ión 2 0 5 . Esta disposición pasó a ser el canon 47 del Textus 
canonum en el que se mantenían los tres parágrafos de los que se componía, que-
dando de este modo, y casi con la misma redacción, hasta el texto definitivo. El 
canon 47 pasó a ser el canon 1252 del Textus canonum cum animadversionibus; 
en este canon ya no se hacía mención de los Ordinarios en plural sino que se dice 
que es el Ordinario, en singular, el ejecutor de todas las pías voluntades 2 0 6 . 
En relación a nuestro tema no hubo observaciones de particular interés. 
Pero si nos interesa que, según el tenor de esa norma, canon 1 3 0 1 2 0 7 , de los bie-
nes recibidos para causas pías por una persona jurídica privada, incluso de los re-
cibidos por una persona física, el Ordinario, como ejecutor de todas las pías vo-
luntades, t iene el derecho y el deber de vigilar que se cumplan y, los ejecutores 
de las mismas, deben rendirle cuentas una vez finalizada su función. 
Vemos que en relación con este tipo de bienes, independientemente de que 
los administren las asociaciones privadas de fieles, con o sin personal idad jur í -
dica, o las personas jur ídicas públicas e incluso si se trata de personas físicas, 
existe una particular dependencia de la vigilancia del Ordinar io 2 0 8 . En estos ca-
sos, en lo que se refiere a los bienes recibidos para causas pías, la au tonomía y 
dependencia de la administración está equiparada a la de los bienes eclesiásticos, 
incluso podr íamos señalar que bajo un mayor cont ro l 2 0 9 . En el caso de la rendi-
ción de cuentas que el canon prevé en el parágrafo 2, deberá hacerse una vez 
cumpl ida la misión, s iempre que el cumpl imiento de la pía voluntad se cumpla 
con un solo acto, pero si consistiese en algo duradero opinamos que se deberá 
rendir cuentas anualmente 2 1 0 . 
205. Cfr. Comm. 5 (1973) 102. 
206. Cfr. Comm. 12 (1980) 429. 
207. «§ 1. Ordinarius omnium piarum voluntatum tam mortis causa quam ínter vivos exsecu-
tor est. 
»§ 2. Hoc ex iure Ordinarius vigilare potest ac debet, etiam per visitationem, ut piae volunta-
tes impleantur, eique ceteri exsecutores, perfuncti muñere, reddere rationem tenentur. 
»§ 3. Clausulae huic Ordinarii iuri contrariae, ultimis voluntatibus adiectae, tamquam non ap-
positae habeantur». 
208. «En virtud de una tradición de muchísimos siglos, el Ordinario es ejecutor nato de todas 
las pías voluntades, y esto hasta el punto de que es uno de los raros cánones que se aplica incluso 
a las asociaciones privadas»; DE ECHEVERRÍA, L., Comentario al canon 1301, en Código de Dere-
cho Canónico, Salamanca 1985. 
209. «Estas facultades (vigilancia y derecho de visita que incluye inspección de las activida-
des, rendición de cuentas, corrección de la manera de proceder y posibilidad de imponer sancio-
nes) entendemos con J. Traserra que pertenecen por el mismo derecho al Ordinario competente so-
bre todas las fundaciones pías autónomas que le están sujetas tanto si son públicas como si son 
privadas»; AZNAR, E , La administración de los bienes... p. 240. 
210. Cfr. VÁZQUEZ GARCÍA-PEÑUELA, J.M., Comentario al canon 1301, en Comentario exe-
gético al Código de Derecho Canónico IV/1, Pamplona 1996, p. 187. 
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3 . Vigilancia en las personas jurídicas públicas 
El canon 1276 del Código de Derecho Canónico actual, señala que «corres-
ponde al Ordinario vigilar di l igentemente la administración de todos los bienes 
pertenecientes a las personas jurídicas públicas que le están sujetas» 2 1 1 . Es te ca-
non proviene del canon 1519* del Código de 1917 en el que se indicaba la fun-
ción de vigilancia que tenía el Ordinario del lugar sobre la administración de to-
dos los bienes eclesiásticos que se hallaran en su territorio. 
En el primer esquema presentado, en la Prima praesentatio, se incluía ya un 
canon, el 17, que era fiel reflejo del canon 1519* 2 1 2 . Este canon 17 pasó a ser el ca-
non 20 del Textus canonum y en él se decía que correspondía al Ordinario vigilar 
la administración de todos los bienes que perteneciesen a las personas jurídicas, sin 
hacer distinción entre públicas y privadas, que estuvieran bajo su jurisdicción 2 1 3 . 
Tres observaciones se hicieron al canon 20. Dos de ellas iban dirigidas a 
determinar el tipo de bienes sobre los que la autoridad eclesiástica tenía derecho 
a vigilar la administración, y la otra iba dirigida a no limitar únicamente a la vi -
gilancia el derecho de la Jerarquía, dejándose libertad para otros t í tulos que le 
confiriesen más amplios derechos 2 1 4 . 
De las dos primeras propuestas, una señalaba que se hiciera únicamente re-
ferencia a las personas jurídicas públ icas 2 1 5 . La otra propuesta iba dirigida al se-
gundo parágrafo y se pidió que después de hablar de bienes, se añadiese que se 
trataba de bienes eclesiásticos 2 1 6 . 
Todas las enmiendas fueron aceptadas y se redactó el que sería el canon 
1227 del Textus canonum cum animadversionibus. Este canon ya no sufrió nin-
guna variación pasando a ser el canon 1276 del texto definit ivo 2 1 7 . 
211. CIC canon 1276 § 1. 
212. «§ 1. Loci Ordinarii est sedulo advigilare administrationi omnium bonorum ecclesiasti-
corum quae in suo territorio sint nec ex eius iurisdictione fuerint subducta, salvis legitimis praes-
criptionibus, quae eidem potiora iura tribuant». 
213. «§ 1. Ordinarii est sedulo advigilare administrationi omnium bonorum, quae ad personas 
iuridicas pertinent suae potestati subiectas, salvis legitimis praescriptionibus, quae eidem potiora 
iura tribuant»; Comm. 12 (1980) 413. 
214. «Alter Consultor proponit ut dicatur "salvis legitimis titulis, quibus eidem potiora iura 
tribuantur" (omnibus placet)»; ibidem. 
215. «-Consultor quidam proponit ut dicatur "...quae ad personas iuridicas publicas sibi su-
biectas pertinent, salvis..." (omnibus placet)»; ibidem. 
216. «-In § 2 addi debet "...bonorum ecclesiasticorum negotium..."»; ibidem. 
217. «§ 1. Ordinarii est sedulo advigilare administrationi omnium bonorum, quae ad personas 
iuridicas publicas sibi subiectas pertinent, salvis legitimis titulis quibus eidem Ordinario potiora 
iura tribuantur. 
»§ 2. Habita ratione iurium, legitimarum consuetudinum et circumstantiarum, Ordinarii, editis 
peculiaribus instructionibus intra fines iuris universalis et particularis, universum administrationis 
bonorum ecclesiasticorum negotium ordinandum curent». 
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El Ordinar io , en el caso de la administración de los bienes eclesiást icos, 
además d e organizar todo lo referente a la adminis t rac ión 2 1 8 , t iene el derecho a 
intervenir de manera directa en el caso de que se produzcan abusos o exista ne-
gl igencia po r parte del adminis t rador de la personas jur íd icas púb l i ca s 2 1 9 . C o -
r responde también al Ordinario el des ignar a los adminis t radores de las perso-
nas jur ídicas públicas a él sujetas en el caso de que no tuvieran administradores 
p rop ios 2 2 0 . 
Los administradores deben prometer solemnemente, ante el Ordinario, me-
diante ju ramento , que administrarán bien y con f idel idad 2 2 1 , y han de rendirle 
cuentas de la administración al final de cada año 2 2 2 . 
L a autoridad eclesiástica debe vigilar, respecto de los bienes eclesiásticos, 
para que no se den abusos en la administración y para que no peligre la existen-
cia de la propia persona jur ídica pública a causa de una mala administración. 
Hay que tener presente que las personas jurídicas públicas son eregidas por la 
autoridad ecles iás t ica 2 2 3 ; consiguientemente le corresponde a ésta vigilar para 
que perduren. En principio toda persona jurídica es perpetua 2 2 4 , por ello debe vi-
gilar la autoridad para que no se ext inga y pueda cumplir en nombre de la Igle-
sia la misión que se le ha conf iado 2 2 5 . Está claro que, en lo que se refiere a las 
personas jurídicas públicas, existe una mayor vigilancia por parte de la Jerarquía 
en la administración de los bienes temporales, pero esta vigilancia no supone que 
sea la dueña de los bienes temporales ni que no exista autonomía en la adminis-
tración de los mismos por parte de la persona jurídica. En la práctica la forma de 
vigilancia se realiza por medio de la necesaria licencia, y por el control posterior 
a los actos mediante el rendimiento de cuentas. 
El cometido del Obispo no es el de ser administrador en primera persona en 
el ámbito de la Iglesia particular. En función de su potestad pastoral es el respon-
sable úl t imo de las gestiones de todos los bienes de propiedad de las personas ju-
rídicas sujetas a su jurisdicción. Su responsabil idad se concreta en las dos atri-
buciones que se señalan en el canon 1276: debe vigilar el pat r imonio de las 
personas jurídicas a él sujetas y su correcta administración, y organizar de modo 
adecuado, no de forma arbitraria, todo los referente a la administración de los 
b ienes 2 2 6 . 
218. Cfr. CIC canon 1276 §2. 
219. Cfr. CIC canon 1279 § 1. 
220. Cfr. CIC canon 1279 § 2. 
221. Cfr. CIC canon 1283 1.°. 
222. Cfr. CIC cánones 319 § 1; 1284 § 1-8°; 1287 § 1. 
223. Cfr CIC canon 312. 
224. Cfr. CIC canon 120. 
225. Cfr. CIC canon 116. 
226. Cfr. MISTÓ, L;, / beni temporali della Chiesa, en AA.VV., // diritto nel misterio della 
Chiesa 3, Roma 1991, pp. 393-394. 
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B . Las licencias de la autoridad eclesiástica para algunos actos 
administrativos 
Otra de las competencias de la Jerarquía es la de conceder las l icencias 2 2 7 
necesarias para determinados actos administrativos y, sobre todo, para la enaje-
nación de los bienes temporales y actos administrativos en los que pudiera resul-
tar perjudicada la situación patr imonial , c o m o ya hemos visto, en anteriores 
apartados, al estudiar los cánones 1291 y 1295. 
En este apartado nos centramos en las licencias necesarias para poder repu-
diar o aceptar las oblaciones, de las que se hace mención en el canon 1267. Tam-
bién es tudiamos el canon 1288 que trata de las licencias necesar ias para poder 
incoar un litigio en nombre de una persona jurídica pública. 
1. Licencias para rechazar o aceptar oblaciones 
Es necesaria la licencia de la autoridad eclesiástica competente para que la 
persona jur ídica pública pueda rechazar las ofrendas y para que pueda aceptar-
las si están gravadas por una carga modal o por una condición 2 2 8 . 
El canon 1267 § 2 corresponde al canon 1536* § 2 del Código Pío-Bene-
dictino, en el que se decía que no se podían repudiar los donat ivos hechos a la 
Iglesia sin l icencia del Ordinar io 2 2 9 . En ese canon se hacía referencia a los rec-
tores de iglesias y Superiores de los religiosos. En el canon 8 de la Prima prae-
sentatio se recogía ese canon 1536*, pero haciéndose ya referencia a todas las 
personas mora les 2 3 0 . 
El canon 8 pasó a ser el canon 9 del Textus canonum con dos parágrafos. En 
el pr imero se decía que si no se probaba lo contrario, las ofrendas hechas a los 
Superiores o a los administradores de cualquier persona jur íd ica eclesiást ica se 
presumían hechas a la persona jurídica. En el 2 o parágrafo se decía que no podí -
an rechazarse, sin licencia del Ordinario, las oblaciones que se trataban en el pa-
227. «La licencia entendida como la declaración de voluntad unilateral emanada de persona 
capacitada para ello y que la ley establece como requisito previo de legitimidad de un acto reali-
zado por otra persona»; AZNAR, R, La administración de los bienes..., p. 412. 
228. Cfr. CIC canon 1267 § 2. 
229. «§ I o. Nisi contrarium probetur, praesumendum ea quae donantur rectoribus ecelesiarum, 
etiam religiosorum, esse ecelesiae donata. 
»§ 2 o . Donatio facta ecelesiae, ab eius rectore seu Superiore repudian nequit sine licentia Or-
dinarii...»; CIC-17 canon 1536*. 
230. «Nisi contrarium probetur, fidelium oblationes superioribus vel administratoribus cuius-
vis personae morali s ecelesiasticae eorumve adiutoribus factae praesumuntur ipsi personae morali 
factae; nec repudiare queunt sine licentia Ordinarii»; Comm. 5 (1973) 95. 
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rágrafo l 2 3 1 . Ya se estaba hablando de donaciones hechas a cualquier persona ju-
rídica y no podían, a pesar de su autonomía, rechazarlas sin autorización del Or-
dinario. 
Se presentaron algunas enmiendas que hicieron que el canon tuviera una 
nueva redacción. Entre estas enmiendas destaca el hecho de que se pidiera que 
en el parágrafo 1 se hiciera mención, al hablar de las ofrendas hechas a las per-
sonas jur íd icas , de que también se refería a las personas jur ídicas p r ivadas 2 3 2 , y 
así quedó en el texto definitivo en el parágrafo 1. Pero sobre todo nos interesan 
otras tres enmiendas . L a pr imera exigía l icencia también para aceptar las obla-
ciones que estuvieran gravadas con una carga modal o una condic ión 2 3 3 ; la se-
gunda, añadía al final del canon que quedaba firme lo que se decía en el canon 
4 0 2 3 4 , que sería el canon 1295 de la codificación actual, y en el que se determina 
la general dependencia de la autoridad si puede resultar perjudicada la situación 
patr imonial de la persona jurídica; y la tercera, que prohibía rechazar las obla-
ciones sin causa jus ta e imponía la necesidad de licencia del Ordinario para los 
asuntos más importantes 2 3 5 . 
Se redactaron nuevamente los dos parágrafos y el pr imero no sufrió ningu-
na variación quedando así en el texto definitivo, el canon 1267 § 1. El segundo 
parágrafo, cont iene una variación importante en la redacción final. En el texto 
definitivo se concreta que la licencia para aceptar o rechazar las ofrendas de las 
que se habla en el parágrafo 1 solamente se refiere a las personas jurídicas públi-
cas, no a las pr ivadas 2 3 6 . Es interesante ver que en el primer parágrafo se pidió, y 
fue aceptado por todos , que se incluyeran las personas jur ídicas privadas, a la 
hora de entender que lo entregado a un superior o administrador, en principio, se 
231. «Can. 9 (can. 1536). § 1. Nisi contrarium probetur oblationes superioribus vel adminis-
tratoribus cuiusvis personae iuridicae ecclesiasticae eorumve adiutoribus factae, praesumuntur ipsi 
personae iuridicae factae. 
»§ 2. Oblationes de quibus in § 1 repudiari nequeunt sine licentia Ordinarii»; Comm. 12 (1980) 
405. 
232. «—Alter Consultor proponit ut in § 2 addatur "...cuiusvis personae iuridicae ecclesiasti-
cae etiam privatae..." (placet omnibus)»; ibidem. Aunque en el texto se dice que la propuesta se 
hizo para el § 2, por la expresión y los incisos que se hace en la misma observación, está claro que 
se estaba haciendo referencia al § 1. De hecho, en el texto definitivo en su § 2, se deja bien claro 
que únicamente se debe pedir licencia si se trata de una persona jurídica pública, y nada se dice de 
las privadas. 
233. dr. ibidem. 
234. dr. ibidem. 
235. «Nonnulli proposuerunt ut § 2° ita compleatur: "... repudiari nequeant, nisi iusta de cau-
sa et, in rebus maioris momenti, de licentia Ordinarii" (omnibus placet)»; ibidem. 
236. «§ 2. Oblationes, de quibus in § 1, repudiari nequeunt nisi iusta de causa et, in rebus 
maioris momenti, de licentia Ordinarii, si agitur de persona iuridica publica; eiusdem Ordinarii li-
centia requiritur ut acceptentur quae onere modali vel condicione gravantur, firmo praescripto can. 
1295»; C/C canon 1267. 
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presume que es para la persona jurídica. Pero a la hora de señalar quiénes debí-
an pedir la licencia para aceptar o rechazar las ofrendas determinadas únicamen-
te se señala a las personas jurídicas públicas. Una vez más se muestra la diferen-
te au tonomía para cada tipo de personas jur ídicas , así c o m o la m u y diversa 
dependencia de la autoridad eclesiástica en la administración de los bienes tem-
porales. 
Estos requisitos o cautelas van dirigidos a salvaguardar de todo peligro pre-
visible el pat r imonio de la persona jurídica, evitando que disminuya en exceso, 
que sufra graves pérdidas, o que se pierda totalmente. N o suponen que la autori-
dad asuma la responsabilidad patrimonial de la persona jurídica, sino que el De-
recho establece unos requisitos, unas licencias, para actuar válidamente. 
2. Licencias para litigar 
En este apartado de las licencias para determinados actos administrat ivos, 
hay que incluir la necesaria cuando se presentan litigios sobre el pa t r imonio 
eclesiást ico. Esas situaciones son circunstancias verdaderamente crít icas en la 
normal administración de los bienes, y suelen comportar riesgos especiales, en-
tre otros el de expensas muchas veces cuant iosas 2 3 7 . Se necesita licencia del Or-
dinario propio para litigar en nombre de la persona jur íd ica 2 3 8 . En el canon 29 de 
la Prima praesentatio y en su correspondiente, el canon 32 del Textus cano-
num239, se decía que era necesaria la licencia para litigar en nombre de la Iglesia. 
Ya en la animadversiones al canon 32, que sería el canon 1239 del Textus cano-
num cum animadversionibus, se sugirió que en vez de decir «en nombre de la 
Iglesia», se dijera «en nombre de la persona ju r íd ica» 2 4 0 . Ya hemos comentado 
antes, con mot ivo del mismo cambio de expresiones en otra d ispos ic ión 2 4 1 , que 
ese cambio resulta muy adecuado para dejar de manifiesto la autonomía de cada 
persona jurídica. 
Parece lógica la exigencia de esa licencia, el establecimiento de esa caute-
la, ya que por lo general los litigios suelen comportar riesgos y siempre compor-
237. Cfr. LÓPEZ ALARCÓN, M., Comentario al canon 1288, en Código de Derecho Canónico, 
edición anotada a cargo de Pedro Lombardia y Juan Ignacio Arrieta, Pamplona 1983, p. 771. 
238. Cfr. CIC canon 1288. 
239. «Can. 32 (can 1526). Administratores litem nomine Ecclesiae ne inchoent neve contés-
tente in foro civili nisi licentiam scripto datam Ordinarli proprii et Ordinarti loci obtinuerint»; 
Comm. 12(1980)421. 
240. «-Consultores decernunt ut dicatur "... nomine personae iuridicae publicae" loco "nomi-
ne Ecclesiae"»; ibidem. 
241. Vid. el apartado III. B. La administración ordinaria y extraordinaria. La disposición nor-
mativa a la que nos referimos es el canon 1295. 
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tan gastos a consecuencia de los cuales la situación patrimonial de la persona ju-
rídica pública puede resultar gravemente perjudicada. 
N o está prescrito en el canon 1288 la nulidad de las actuaciones judiciales 
realizadas sin la licencia del Ordinario, y es dudoso si se podría entender que esa 
licencia es exigida «ad validitatem», por entenderla incluida en el canon 1295 al 
tratar de las operaciones en las que puede resultar dañada la situación patr imo-
nial de la persona jurídica. 
En lo que a nosotros nos interesa se debe resaltar la naturaleza de ese acto 
de intervención de la autoridad. Con la exigencia de esa l icencia no se priva-ni 
se cambia la responsabilidad que tiene la persona jurídica, se trata de un requisi-
to establecido en las normas para que se reconozca verdadera legi t imación a 
quien representa a la persona jurídica. También en los ordenamientos civiles ese 
tipo de legitimación se resuelve, muchas veces, según las normas particulares de 
las propias personas jurídicas; por ejemplo, normas administrativas especiales o 
normas estatutarias, y estas exigencias con las consiguientes autorizaciones, no 
cambian la responsabilidad de la persona jurídica. 
CONCLUSIONES 
Juzgamos que el núcleo central de la autonomía y dependencia de la perso-
na jur íd ica se manifiesta y defiende, pr incipalmente, en sus estatutos y en las 
normas que los protegen. En las normas propias de cada persona jurídica se debe 
hacer constar los casos de administración extraordinaria y todos aquellos actos 
de administración en los que se deben pedir licencias a la autoridad eclesiástica. 
Son los estatutos el indicativo de la autonomía de la persona jurídica en la admi-
nistración de sus bienes y, a la vez, los que autolimitan la propia autonomía. 
La autonomía, que viene señalada por los estatutos, y a la que debe some-
terse la mi sma Jerarquía a la hora de conceder o no licencias, t iene unos límites 
que son lógicos y que en ningún momento son manifestación de l imitaciones de 
dominio. Las muchas atribuciones que tiene la autoridad eclesiástica pueden lle-
varnos a olvidar el mot ivo fundamental por el que existen esas atr ibuciones y a 
afirmar, como ya hemos hecho mención, que no hay distinción de sujetos de do-
minio en la Iglesia. Las facultades que tiene la Jerarquía sobre los bienes de las 
personas jurídicas que le están sometidas, no son en función de la propiedad sino 
en función de su misión de servicio. Esto lo podemos ver claramente en el hecho 
de que se necesi ten licencias para la enajenación del pa t r imonio estable de la 
persona jurídica, ya que el patrimonio es propiedad de la propia persona jurídica 
y no de la Jerarquía de la Iglesia. 
Las limitaciones que existen en la administración y enajenación de los bie-
nes pretenden salvaguardar el patr imonio de la persona jur ídica y, lógicamente, 
a la propia persona jurídica, al t iempo que se vigila para que los bienes sirvan a 
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la consecución de los fines para los que se creó el ente eclesiástico; que se cum-
pla la voluntad de los fieles; y se eviten posibles escándalos por su mala o inco-
rrecta administración. 
Las l icencias necesarias para determinados actos de administración o de 
enajenación son manifestación de la responsabilidad de control que corresponde 
a la autoridad que, de otra parte, debe ajustarse, en la concesión o denegación de 
las l icencias, a la situación concreta de cada ente y a sus estatutos. De manera 
que no es la Jerarquía la que determina en general los límites para la concesión 
o no de las licencias sino la propia persona jurídica en sus estatutos. 
Resumiendo podemos decir que las funciones de vigilancia y control de la 
Jerarquía respecto de la administración y enajenación de los bienes de las perso-
nas jurídicas, por ejemplo sobre el patrimonio estable o sobre los bienes precio-
sos por su valor histórico o su arte, así como sobre los exvotos o cualquier situa-
ción que pusiera en pel igro la persona jurídica, no se ent iende como si hubiera 
un único sujeto de dominio, ni en el sentido de que la autoridad sea la responsa-
ble absoluta de esos bienes, sino que no tiene otro sentido que la salvaguardia de 
la m i s m a persona jur íd ica y de sus fines. La autoridad eclesiástica, así c o m o el 
consejo de asuntos económicos , están sujetos a los estatutos y han de tener en 
cuenta la situación concreta de cada persona a la hora de conceder o no las licen-
cias. Puede suceder que una persona jur ídica necesite l icencia de la Jerarquía 
para una enajenación concreta y que otra persona jurídica, para una enajenación 
similar, no la necesite. Al mismo t iempo puede ser que a una persona jurídica se 
le concedan las licencias para un determinado acto y a otra no. 
De la consideración que hemos hecho sobre los diversos controles que la 
autoridad tiene acerca de la propiedad y administración de los bienes en las per-
sonas jur ídicas , se deduce una importante característica de su autonomía. Esos 
controles no cambian las responsabilidades propias de la persona jurídica, ni las 
que son propias de la autoridad. Concretamente, de las obligaciones patrimonia-
les de la persona jur ídica no tiene por qué responder de manera necesaria la au-
toridad de la que depende . Los controles, por ejemplo las licencias y los rendi-
mientos de cuentas , no suponen ese traspaso de responsabil idades en relación 
con terceros. 
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